




Desarrollo territorial: 
interacción actores-estructura

Apolinar Oliva Velas
Crucita Aurora Ken
Judith Pérez Soria



Dr. Ángel Ezequiel Rivero Palomo
Rector

Dra. Consuelo Natalia Fiorentini Cañedo
Secretaria General

Mtro. Víctor Emilio Boeta Pineda
Director General de Administración Escolar

Dra. Lucelly Marianela Roldán Carrillo
Directora General de Investigación y Posgrado

Lic. Gabriela del Carmen Rodríguez Díaz
Directora General de Vinculación y Extensión

Mtra. María de Guadalupe Cuéllar Espadas
Directora General de Bienestar Estudiantil

Mtra. Ana Marleny Rivero Canché
Directora General de Planeación

Mtro. Jorge Manríquez Centeno
Director General de Administración y Finanzas

Dra. Lorena Careaga Viliesid
Directora General de Cooperación Académica

Dra. Sandra Molina Bermúdez
Directora General de Asuntos Jurídicos

Dra. Ligia Aurora Sierra Sosa
 Directora de la División de Ciencias Sociales

y Económico Administrativas



Desarrollo Territorial: 
interacción

actores-estructura

Apolinar Oliva Velas
Crucita Aurora Ken
Judith Pérez Soria



DESARROLLO TERRITORIAL: 
INTERACCIÓN ACTORES-ESTRUCTURA

D.R. © 2019. Apolinar Oliva Velas, Crucita Aurora Ken y Judith Pérez Soria

D.R. © 2019. UNIVERSIDAD DE QUINTANA ROO
Boulevard Bahía s/n esq. Ignacio Comonfort
Col. del Bosque, 77019
Chetumal, Quintana Roo, México
www.uqroo.mx

ISBN: 978-607-9448-67-7

Corrección de estilo
Humberto Pérez Matus
Diseño y formación editorial
Claudia Gisel Hernández Hernández
Imagen de portada
Mapa urbano de Tuxtla, www.chiapas.gob.mx/mapas

La presente publicación ha sido evaluada y aprobada por pares académicos externos a la 
institución.

Hecho en México (Made in Mexico)



Índice

Introducción 9

Características fundamentales de los estudios con 
enfoque territorial y su relación con el desarrollo

11

Las dimensiones fundamentales que soportan al 
enfoque territorial

17

La dimensión social: la gente y su cultura 23

La dimensión económica y la necesidad de equilibrio 
en la generación de empleos e ingresos

33

La dimensión ambiental y su impacto en el desarrollo 45

Dimensión política: instituciones, acuerdos y actores 53

Los problemas de investigación relevantes según 
el enfoque territorial

67

Guía metodológica básica para los estudios territoriales 73

Conclusiones: actores e instituciones en los 
procesos territoriales

83

Bibliografía 87





9

Introducción

Este documento expresa una reflexión teórica respecto a la 
configuración de los territorios con base en los aportes de 
teorías de las ciencias sociales para explicar el comporta-

miento diferenciado de los territorios a escala local. Se parte de que 
cada territorio, como campo de acción, se constituye y reconstituye 
en la relación entre reglas institucionales y actores sociales, la cual, 
dinámica, muchas veces tensa, toma forma diferente en cada espa-
cio local. Por tanto, se discute las bases teóricas de dicho plantea-
miento y sus implicaciones metodológicas para el abordaje de los 
estudios territoriales.

La tesis central del desarrollo territorial parte de que las condi-
ciones presentes de calidad de vida de una sociedad son el resultado 
histórico de cómo las relaciones se han constituido con los actores 
de escalas en las etapas históricas, creando una matriz de significa-
dos culturales que ha generado un diseño institucional para regular 
las interacciones. 

En un intento por contribuir a la discusión acerca de la utili-
zación del enfoque territorial para lograr el desarrollo, este trabajo 
tiene tres objetivos básicos. El primero es establecer la complejidad 
de las dinámicas territoriales intentando categorizarlas. El segundo 
es llamar la atención a las dificultades a que se enfrentan estudiosos 
o interventores al utilizar el enfoque territorial como base teórica 
para la intervención social. El tercero consiste en ofrecer una guía 
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para el tratamiento de los estudios territoriales. La constante en 
este estudio enfatiza el papel de los actores y las instituciones en las 
dinámicas territoriales en un proceso de interacción. 

Este trabajo está organizado en apartados. El primero discute 
los estudios con enfoque territorial y su importancia para tratar los 
problemas actuales del desarrollo en los países menos desarrollados. 
Del segundo al quinto se define, describe y analiza las categorías que 
lo componen, es decir, lo social, lo económico, lo ambiental y lo 
político. En el sexto se indica las principales dificultades a que se en-
frentan los estudiosos o interventores al utilizarlo como base para la 
intervención social. En el séptimo se establece una guía metodoló-
gica para facilitar los estudios con la perspectiva multidimensional 
e interdisciplinaria, reconociendo así la riqueza y la complejidad de 
las dinámicas territoriales. 

Finalmente se presenta las conclusiones, sintetizando las 
tendencias recientes de la utilización del enfoque territorial por 
disciplinas, estableciendo su multidimensionalidad y su interdis-
ciplinariedad en el análisis de contextos, fenómenos, situaciones 
y procesos en determinados espacios, a la vez impactados por las 
dimensiones sociales, económicas, ambientales y políticas, tanto a 
nivel endógeno como al contextual.
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Características fundamentales de 
los estudios con enfoque territorial 

y su relación con el desarrollo

El enfoque territorial intenta, ambiciosamente, reunir a las 
ciencias acerca de los problemas específicos entre sociedad y 
recursos biofísicos. Su interdisciplinaridad ofrece una pers-

pectiva más completa, aunque amplia, que a la vez permite conocer 
las especificidades del área de estudio, con la intención de no pro-
ducir ensayos parciales de una realidad tan compleja y dinámica.

 La geografía emprendió el estudio de los territorios median-
te las regiones. La región fue adoptada en la geografía como una 
expresión concreta del medio, espacio en el cual se verifican las 
relaciones del hombre con su entorno, mientras que con el con-
cepto de paisaje adquirió una dimensión histórica y social (Gasca, 
2009:20). 

Los estudios acerca de geografía regional declinan porque fue-
ron blanco de la crítica por los supuestos conceptuales y las limita-
ciones metodológicas en que se basaba, es decir, la ambigüedad de 
la regionalización y la escasa aplicación del formato de monogra-
fías, al representar inventarios de componentes físicos y humanos. 
No obstante, la región mantuvo una connotación funcional que 
permitió delimitar parte de la corteza terrestre con variables bio-
físicas y sociales para establecer límites territoriales y se le utilizó 
para ubicar la diferenciación de procesos sociales en los territorios.

La acepción de la región-método condujo a la geografía a au-
todefinirse como parte de las ciencias sociales (García Álvarez, 
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2006:36), pero se fue más allá del concepto; dada la gran cantidad 
de significados, se volvió una categoría de poca utilidad analíti-
ca. Esta limitante fue superada con la incorporación del “territo-
rio” como cualidad vinculante de procesos sociales. Para Escobar 
(2001) éste es muy nuevo porque data de mediados de los ochenta.

 El uso de los términos región y territorio se mantuvo con una 
diferenciación: el segundo da cuenta de los procesos que involu-
cran la relación entre la sociedad y el medio biofísico y la región 
en tres acepciones, la primera como delimitación funcional del te-
rritorio, la segunda como un método que trata las diferencias en la 
construcción del tejido social en los territorios  y la tercera refiere 
al espacio. Para Asuad (2001) es importante diferenciar entre espa-
cio y región con la concepción del primero desde el entendimiento 
entre lo que constituye el absoluto y el relativo. Para la distinción 
el autor sugiere basarse en las definiciones de estos términos apor-
tados por la filosofía, la física, la matemática y la geometría. Prosi-
gue con espacio y regiones absoluta y relativa para diferenciar entre 
espacio y región. Dadas las discusiones acerca del tema, concluye 
que en realidad lo que se estudia es la región objetiva, “la que se 
presenta cuando tratamos un conjunto complejo de fenómenos 
con un grado de asociación interna, lo que permite su observación 
y estudio. En este sentido, la relatividad de la región se refiere a 
su carácter cambiante y dinámico, como producto de las fuerzas 
que interactúan y también como proceso en el tiempo” (Asuad, 
2001:37).

 Así, la región adquiere un significado más complejo que el 
concepto del enfoque económico neoclásico, que trata de dimen-
siones físicas del territorio medido en términos básicamente de 
distancias. Así nos acerca a la postura del enfoque territorial. Celis 
(1988: 19) señala: “determinar las regiones y sus límites, significa 
trazar en rasgos generales el camino fundamental de su desarrollo”. 
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El fin de la segunda guerra mundial exigió nuevos enfoques de 
análisis del desarrollo, lo cual propició otras propuestas metodoló-
gicas para los estudios regionales. La ciencia económica neoclásica 
responde a este reto mediante su reforma cuantitativa. Entre los 
estudios regionales, en la constitución de la ciencia regional ha-
ciendo una síntesis entre geografía y economía, Isard recupera el 
concepto de espacio físico como elemento endógeno del modelo 
porque optimiza la localización y la organización, mientras que 
la región se presenta como una ordenación de factores y agentes 
económicos, con fórmulas de organización y regulación específicas 
(García Álvarez, 2006).

Por otro lado, la teoría del desarrollo, al señalar procesos eco-
nómicos en diversos ámbitos, planteó la necesidad de incorporar 
la espacialidad como una categoría para entender resultados diver-
gentes. En este sentido las propuestas de Boisier (1988) y Coraggio 
(1997) permiten entender a la región y el territorio como cons-
tructos sociales,  rompiendo con la idea de considerar a éste única-
mente como base de recursos naturales y contenedor de procesos 
sociales, para entenderlo como la interacción de éstos y los recursos 
biofísicos. Con esto se abre nuevas posibilidades para repensar los 
recursos naturales y el espacio como factores dinámicos. Tales con-
ceptos conducen a una nueva noción de desarrollo cuya premisa es 
que toda organización social utiliza y moviliza recursos naturales y 
sociales que constituyen su potencial y disponen de capacidad de 
liderar su propio proceso (Albistur, 2003:1).

Como vemos, el territorio es contemplado como “recurso” 
específico y “actor” principal del desarrollo económico, y no úni-
camente como mero espacio o marco de actividades sociales. En 
opinión de Becattini y Rullani (1996), produce efectos y ofrece 
prestaciones específicas a la economía local. Suministra a la pro-
ducción para el consumo una “integración flexible” o, en otras pa-
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labras, un “entorno” con capacidad para generar y mantener venta-
jas competitivas y “valor diferencial”.

Se empieza a construir la categoría de entorno innovador como 
contexto socioterritorial que permite procesos de aprendizaje para 
transformar las condiciones de organización, procesos, diseños y 
productos, aunque según Alburquerque (1999:14) “la creación de 
este “entorno innovador” territorial no es fácilmente reproducible 
y es, precisamente, la densidad de las relaciones entre los diferentes 
actores territoriales y la calidad de las mismas la que da potencia-
lidad a dicho territorio como circuito específico de interacciones 
orientado al fomento empresarial, la innovación productiva, la ca-
lidad de los recursos humanos y las relaciones laborales, y el impul-
so de la cultura local del desarrollo, como elementos cruciales de la 
competitividad.” 

El mismo autor señala que el territorio socialmente organizado 
y sus rasgos culturales e históricos son aspectos destacados desde la 
perspectiva del desarrollo. Añade que la sociedad local no se adapta 
de forma pasiva a los grandes procesos y transformaciones existen-
tes sino que despliega iniciativas a partir de sus particularidades 
territoriales en los niveles económico, político, social y cultural.

Por lo general, hasta hace poco tiempo la mayoría de expertos 
y analistas solía pensar que la estrategia de desarrollo transitaba de 
la mano de los procesos de industrialización y terciarización de la 
economía, y la creación de núcleos urbanos. También se pensaba 
que desde los países desarrollados se transmitía los impulsos de cre-
cimiento económico al resto del mundo. Quedaban de lado así, en 
esta línea principal de pensamiento acerca del desarrollo económico, 
las posibilidades de generación de riqueza y empleo por parte de las 
iniciativas locales, de las pequeñas ciudades o las áreas rurales.

El motivo principal de este hecho es que muchos de los expertos 
seguían apegados a los viejos planteamientos respecto al desarrollo 
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económico, el cual era equiparado a la industrialización, la urbani-
zación y la concentración de actividades económicas en grandes em-
presas. Este sesgo industrial-urbano y concentrador aún se halla en la 
visión de numerosos analistas.

Sin embargo, junto a estos planteamientos convencionales 
existen “procesos e iniciativas de desarrollo económico local que 
se basan en un aprovechamiento de los recursos existentes en cual-
quier territorio, ya sean de origen rural, ambiental, agroindustrial, 
o de servicios, y suponen, por tanto, una vía difusa (no concentra-
da) de desarrollo y empleo para la población allí radicada” (Albur-
querque, 1999:50).

La perspectiva de los procesos socioterritoriales es un enfoque 
novedoso para estudiar los procesos locales desde dimensiones, con 
énfasis en los actores y las instituciones. Sin embargo, la discusión 
teórica aún está en construcción, pues proviene de diferentes disci-
plinas y escuelas de pensamiento, de tal manera que fue renovada 
al incluírsele una dimensión territorial.

El territorio, desde este nuevo enfoque, permite concebir al 
desarrollo territorial como proceso relacional centrado en la diver-
gencia de los procesos y la desigualdad social, discusión central del 
desarrollo, demanda nuevas explicaciones y estrategias de interven-
ción para elevar la calidad de vida de los habitantes, quienes son los 
constructores en dichos territorios, así la perspectiva del desarrollo 
territorial asume que los procesos sociales son resultado de actores 
que movilizan recursos humanos, bienes, instituciones y capital re-
lacional (social). 

A partir de estas discusiones el territorio se ha constituido en 
centro de construcción de estrategias de desarrollo, sin el cual no es 
posible dar respuestas completas ni eficientes a las necesidades de 
cambio estructural en esta fase histórica de transición tecnológica, 
social e institucional  (Alburquerque, 1999:58). Por eso, en esta era 
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de la intensificación de los flujos internacionales de mercancías y 
capital financiero es tan importante trabajar desde “lo local”. El “te-
rritorio” no puede, pues, confundirse ni simplificarse con la visión 
en términos de “espacio” homogéneo que incorpora la economía 
neoclásica en la planeación del desarrollo.

El enfoque territorial aún está en proceso de construcción, 
por lo cual se requiere analizar sus categorías fundamentales en-
fatizando los papeles de actores, acuerdos y reglas como soporte 
material de otras dimensiones (sociales, económicas, ambientales y 
políticas). Aunque existe suficiente desarrollo teórico y conceptual 
acerca del enfoque territorial, lo cual posibilitó el desarrollo de esta 
perspectiva, se encuentra disperso en las disciplinas de las ciencias 
sociales. Por eso intentamos orientarlo.
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Las dimensiones fundamentales que 
soportan al enfoque territorial

El enfoque territorial surge como necesidad teórica y con-
creta para abordar los problemas en los países desarrollados 
y no desarrollados, con urgencia mayor para estos últimos. 

Esta apremiante revisión emprendida en los años cincuenta, des-
pués de la segunda guerra mundial, se agudizó con la entrada de 
la globalización en los noventa. Este proceso, vigente, impulsa a la 
competitividad a todas las economías del mundo asumiendo ho-
mogeneidad entre ellas. 

El enfoque territorial está íntimamente ligado al desarrollo, 
por lo que desde los años cincuenta emprende la revisión de las 
teorías por la urgencia de encontrar perspectivas para explicar las 
desigualdades. Como resultado de estos análisis críticos, en los 
años noventa hubo propuestas teóricas de desarrollo con un enfo-
que humano ausente en las pasadas. 

La Organización de las Naciones Unidas y otras instituciones 
que apoyaban el desarrollo habían mantenido un enfoque asis-
tencialista en la implementación de proyectos en regiones depri-
midas. Esto se reflejaba en los análisis de las necesidades y no de 
las capacidades. Tales estudios fueron aplicados en muchos países 
subdesarrollados como parte del diagnóstico previo a la finan-
ciación. Kretzmann y McKnight (1993) sostienen que fue erró-
nea esta práctica porque no brindaba información para construir 
procesos, pues se enfocaba en deficiencias y discapacidades de las 
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comunidades. Esta limitante resultó en inversiones ineficientes 
que no mejoraban el nivel de vida de las comunidades apoyadas.

Por otro lado, el enfoque en las capacidades implicó la identi-
ficación de las cualidades de los miembros de una localidad y de la 
sociedad en su conjunto, considerados potenciales para contribuir 
al desarrollo o la construcción comunitaria, actualmente  denomi-
nado como potencial endógeno en lo territorial. Éste se caracterizó 
como la perspectiva que ubicaba en el centro a la gente, cercano a 
lo hoy conocido como desarrollo con rostro humano.

Según Max-Neef (1993), el desarrollo a escala humana no ex-
cluye metas convencionales, como el crecimiento económico, pues 
considera otras necesidades desde un enfoque más integral y una 
perspectiva sinérgica y sistémica, y que se puede satisfacer las nece-
sidades humanas fundamentales desde el comienzo del proceso, de 
modo que no sea la meta sino el motor. 

Con esto, a las directrices del desarrollo y del enfoque terri-
torial se les dio la dimensión interdisciplinaria, pues al centrarse 
en el “humano” se le dispuso a la comprensión de sus facetas. Esto 
coincide con las posturas de organizaciones internacionales, sobre 
todo de las Naciones Unidas, acerca del desarrollo sustentable y 
sostenible, de tal manera que los aspectos interdisciplinario y mul-
tidimensional integran la perspectiva. Entonces éste es entendido 
como un proceso hacia la búsqueda de los bienestares individual y 
social de manera equilibrada.

Estas posturas teóricas coinciden con los estudios territoria-
les que tienen la añadidura de interesarse por el equilibrio regional 
del desarrollo. Es frecuente que algunos autores e incluso quienes 
elaboran proyectos descarten este enfoque, aludiendo a la falta de 
claridad o de rumbo de la ciencia territorial, a causa de la diversidad 
de teorías, sin considerar que precisamente la interdisciplinaridad 
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lo acerca a explicar, de mejor manera, la realidad y diseñar mejores 
instrumentos de intervención. 

Uno de las confusiones, quizá la menos importante, en los es-
tudios regionales es el uso de los términos región y territorio, dis-
tinción ocupada como recurso metodológico. Algunos reflexionan 
acerca del segundo por las interacciones sociedad-medio biofísico 
y respecto a la primera como delimitación de éste. 

En los análisis regionales encontramos un recurso técnico para 
emplear índices de pobreza, distribución del ingreso, red de loca-
lidades, recursos naturales y los coeficientes de localización o espe-
cialización productiva para ver la ubicación relativa de las regiones 
respecto a la totalidad territorial analizada. Por ejemplo, el territo-
rio total puede ser un país y las regiones sus estados, o el todo pue-
de ser un estado y las regiones sus municipios, es decir, una cuestión 
de escala apropiada para el análisis cuantitativo. 

Este recurso metodológico tiene una implicación que concuer-
da con los principios del enfoque territorial: la integración de las 
políticas regionales y la necesidad de la articulación entre las accio-
nes de las regiones para logar el desarrollo territorial equilibrado, 
reconociendo que cada región tiene su dinamismo por sus caracte-
rísticas, por lo cual amerita políticas propias.

De esta manera el enfoque territorial demuestra que transcien-
de los recursos técnicos de análisis y llega hasta la gestión públi-
ca mediante políticas de desarrollo. Éstas deben estar articuladas 
e integradas para lograr el equilibrio regional del territorio, en el 
caso más específico los aspectos sociales, económicos, políticos y 
ambientales, reconociendo que cada categoría está compuesta de 
propiedades. 

Los niveles regionales micro y meso son cada vez más los es-
pacios donde se organizan y movilizan los recursos del territorio. 
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Según Albistur (2003:7) Europa será gobernable si los ciudadanos 
son incentivados y movilizados por el reconocimiento y la partici-
pación efectiva de sus regiones en los procedimientos de decisión 
comunitaria. Por tanto, los individuos cada vez son conscientes de 
la importancia de las regiones y su participación para el desarrollo. 

Según Escobar (2001) el territorio es el espacio de apropiación 
efectiva del ecosistema, es decir, utilizado para satisfacer las nece-
sidades comunitarias y la evolución social, multidimensional para 
producción y reproducción de las prácticas ecológicas, económi-
cas y culturales. Para este autor la delimitación región-territorio es 
una estrategia de sustentabilidad y viceversa: ésta funciona para su 
construcción y defensa.

Esquema 1. Categorías fundamentales del enfoque 
territorial que permiten el desarrollo

Fuente: Elaboración de los autores, 2018, con base en Escobar (2001) y Albistur (2003).

No existe otra manera para estudiar un territorio que no aluda 
a su carácter multidimensional, en el cual los aspectos sociales re-
presenten a la gente y sus culturas, su calidad de vida; lo económico 

Social: 
patrones de 

interacción social

Político: 
participación en su desarrollo, 

actores, cambiar lo jurídico, 
instituciones, 

políticas públicas, 
etcétera

Económico: 
modo de buscarse 

la vida, empleo, 
ingresos

Ambiental: 
el cuidado de los 

recursos naturales
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examina el modo de buscarse la vida: empleo, ingresos y potenciali-
dades productivas; calidad del ambiente enfatiza el cuidado y apro-
vechamiento de los recursos naturales y su relación con la sociedad; 
por último, la situación política: la participación en el desarrollo 
de los actores sociales y su relación con el marco jurídico, las insti-
tuciones y las políticas públicas. 

Acerca del aspecto político, los enfoques actuales del desarro-
llo se han aproximado a su análisis porque el tejido social imprime 
distinción y dirección a la calidad de vida de las sociedades y a la 
relación de éstas con las decisiones del gobierno. Interacciona con 
todas las categorías y se hace meritorio tratar a cada una por se-
parado, como recurso teórico, con el entendido de que existe una 
interrelación que conduce o desalienta la evolución.

Pero antes de sumergirnos en este despliegue es menester aclarar: 
desarrollo no es acumulación (Moncayo, 2003) desde la perspectiva 
de los países menos desarrollados, pues esta condición se caracteriza 
por la carencia de bienes y servicios básicos. Desde el subdesarrollo es 
hablar de acceso, de medidas para mejorar el nivel de vida, pero con 
respeto a las culturas y sus tradiciones comunitarias.

Es decir, el desarrollo es un proceso que la población debe 
realizar a su ritmo. Existe entonces un enfoque territorial de los 
países desarrollados que puede no adaptarse a las características de 
los menos desarrollados, pues no se puede replicar los procesos de 
manera automática porque son específicos y deben ajustarse a la 
realidad del territorio. En este esbozo nuestro interés de discutir 
el enfoque territorial es con la intención de construir estrategias 
y procesos para los países menos desarrollados, por la urgencia de 
frenar dolencias como la desigualdad y la pobreza.

Según la ECLAC (2016:15), “actualmente existe la emergen-
cia de un nuevo consenso en el sistema internacional que le exige al 
desarrollo enfatizar el combate a la desigualdad y a la destrucción 
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ambiental dado que los países con mayor desigualdad tienden a ex-
perimentar los peores desempeños económicos, mayor inestabili-
dad política y mayor impedimento del ejercicio de la ciudadanía.” 
Lo anterior impulsa la necesidad de hacer del territorio un compo-
nente permanente para el desarrollo en América Latina, especial-
mente en México.

Se puede decir, cuando las crisis sociales, económicas y am-
bientales son recurrentes, que el enfoque territorial para el desarro-
llo es una estrategia de seguridad nacional porque la población se 
encuentra al límite de la desigualdad. Es una cuestión de respeto a 
la gente y al ambiente. Todas las formas de vida en el planeta están 
siendo amenazadas por la búsqueda desenfrenada del crecimiento 
económico sin considerar la equidad y el respeto a la vida.
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La dimensión social: 
la gente y su cultura

El enfoque territorial es de importancia porque apunta hacia 
el examen de la situación de la educación, la salud, la vivien-
da, el empleo, los ingresos, entre otras condiciones de vida 

de la población. Estas variables guardan una relación íntima con la 
participación, la productividad y la competitividad de las personas 
que a la vez impacta en las otras directrices del desarrollo como la 
economía, la política y el ambiente. 

Esquema 2. Variables del componente social del enfoque territorial

Fuente: Elaboración de los autores, 2018, con base en Sen (2000) y ECLAC (2012).

Educación, salud, vivienda y alimentación son necesarias para 
tener ciudadanos preparados a enfrentar la vida con dignidad.  En 
1990 la ONU implementó el estudio del desempeño de los países 
con el Índice de Desarrollo Humano propuesto por Amartya Sen 
(2000), quien señala que comprobaciones empíricas demuestran 
que la productividad económica tiene estrecha relación con 
factores como salud, nutrición y educación. Este enfoque ve una 

Participación Producción Competitividad

Educación Salud Alimentación Vivienda Seguridad Empleo Ingreso

Capital Social
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interdependencia entre la elevación del bienestar humano y la 
expansión de la capacidad productiva y del potencial de desarrollo. 
Es decir, la mejora en los niveles de educación, salud y nutrición está 
vinculada directamente al desarrollo, no sólo por lo que significan 
en términos de calidad de vida sino por su papel en la promoción 
de la productividad y el crecimiento económico.

Según ECLAC (2012) los factores que limitan el acceso tec-
nológico en las economías periféricas son el nivel de inequidad 
educativa, la carencia de sectores líderes de tecnología, políticas 
industriales magras que han recibido atención considerable en la 
literatura económica. Las conclusiones de estos estudios plantean 
la necesidad del acceso universal de bienes y servicios en educa-
ción y salud junto con mecanismos de protección universal para 
el logro de un nuevo Estado donde la inclusión y la equidad es-
tén íntimamente articuladas a la expansión de capacidades para la 
competitividad. 

Sin embargo, Sen (2000) declara que los países en vías de desa-
rrollo recurren al libre mercado incluso en el caso de la educación 
básica, negándoles así a sus poblaciones el proceso de expansión 
que tan importante fue para reducir rápidamente el analfabetis-
mo en Europa, Norteamérica, Japón y el este asiático en el pasa-
do. Afirma que los “bienes públicos”, más allá del mecanismo del 
mercado, complementan las razones para que intervenga el Estado, 
cuya responsabilidad es proveer satisfactores para las necesidades 
básicas, como asistencia sanitaria primaria y oportunidades edu-
cativas básicas. Añade que las consideraciones relacionadas con la 
eficiencia complementan el argumento basado en la equidad para 
suministrar públicamente educación básica, servicios sanitarios y 
otros bienes públicos (o semipúblicos).

Fukuyama (2004) afirma que los valores de la participación 
ciudadana son producto de la educación, el liderazgo y la integración 
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con otras sociedades, lo cual explica los valores de la transparencia 
y la rendición de cuentas. Sin embargo, tanto la educación como 
el acceso a salud, vivienda digna y la alimentación son satisfactores 
otorgados a los habitantes de forma inequitativa. 

En cuanto a desigualdad, O’Donnel (1999) observa que desde 
la década de los ochenta ha aumentado en la mayoría de los países 
de la OCDE, especialmente en Gran Bretaña, Nueva Zelanda y 
Estados Unidos. Por otro lado, Stiglitz (2006) indica que se ha 
generalizado mundialmente como resultado de las políticas de la 
globalización desde los noventa.

Después de la segunda guerra mundial, economistas como 
Myrdal (1957), Hirschman (1958) y los cepalinos en América La-
tina llamaron la atención hacia las desigualdades en el desarrollo de 
las regiones del mundo y de manera interregional. Sus argumentos 
sugieren que el lento crecimiento de las regiones rezagadas es, en 
gran medida, un efecto inducido por el acelerado crecimiento de los 
países industrializados. Recientemente, la crisis financiera de 2008 
ha agudizado las desigualdades, afectando no sólo a la producción 
sino al trabajo y al ingreso público por el aumento del costo de la 
deuda externa y las devaluaciones de las monedas. Esta crisis inter-
nacional y las inequidades en el desarrollo están siendo abordadas 
por Piketty (2015) acerca del ámbito mundial y por Stiglitz (2015) 
para el caso de Estados Unidos.

La postura de la Cepal (ECLAC, 2016) es que la inequidad 
afecta el balance entre el consumo y la oferta de bienes y servicios 
tales como transporte, salud, educación, seguridad pública y espa-
cios de recreación. Además esta organización enfatiza que en so-
ciedades muy desiguales las compañías privadas proveen servicios 
solamente a un reducido grupo de personas que ganan ingresos ele-
vados, mientras que el sector público provee servicios subsidiados, 
resultando de baja calidad para la mayoría de la población.
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Acerca de salud, la Cepal (ECLAC, 2016: 134) reporta: “[…] 
las infecciones gastrointestinales continúan siendo la principal 
causa de defunción, las que también afectan la asistencia escolar y 
el desempeño académico, repercutiendo por otro lado en la pérdi-
da de días laborables.” Otro tema es la carencia de agua potable en 
los hogares, lo cual eleva las tarifas debido al costo de oportunidad 
causado por el tiempo empleado en adquirirlo de las fuentes y los 
efectos negativos en la salud, especialmente en las mujeres quienes 
son las encargadas de obtenerlo.

En salud laboral los dos sectores más peligrosos para los traba-
jadores son la agricultura y la minería. La primera emplea aproxi-
madamente 16 por ciento de la fuerza laboral en Latinoamérica y el 
Caribe, y el 54 de su fuerza laboral rural. La exposición a los pesti-
cidas puede causar envenenamiento severo, y si es prolongada, daño 
permanente al sistema nervioso, mientras que los trabajadores en la 
industria minera pueden, entre otras cosas, contraer enfermedades 
(pneumoconiosis, silicosis y asbestosis) y envenenamiento por plo-
mo y arsénico, y también fallecer por bioacumulación de mercurio. 
Estos riesgos son mayores en la minería ilegal y de pequeña escala, 
áreas sin medidas preventivas de seguridad.

Con base en estos estudios, sin duda, la calidad de vida de 
las personas es imprescindible para el crecimiento y el desarrollo 
de una sociedad, por lo que las variables socioeconómicas o psi-
cosociales son importantes en todo estudio de enfoque territorial 
y también de las propuestas de desarrollo. De la situación de los 
aspectos sociales depende, hasta cierto punto, la participación ciu-
dadana en el desarrollo, el nivel de producción que aportan y la 
competitividad individual y regional.

Para generar valor público, la participación ciudadana debe re-
basar los procesos electorales. Su ejercicio requiere, según  Velásquez 
Carrillo (2012: 360), “un clima social y cultural favorable para la 



27La dimensión social: la gente y su cultura

participación”. Mientras los valores ligados a la cultura (solidaridad, 
cooperación, respeto por la diferencia, confianza, sentido de lo co-
lectivo, etcétera) forman parte del imaginario de una sociedad y de 
los hábitos sociales colectivos, las prácticas participativas podrían 
desenvolverse con mayor fluidez y sus resultados ser visibles y tener 
el impacto esperado.

Esto quiere decir que las políticas públicas deben garantizar 
un nivel de vida digno para los ciudadanos, o sea, incluir esta par-
te social en este “nuevo paradigma de la política social que tiene 
como finalidad última la promoción de las personas y el desarrollo 
de las comunidades, a través de alcanzar crecientes niveles de efec-
tividad, eficiencia, equidad, calidad y transparencia de los progra-
mas sociales.” (Di Pietro, 2001: 36). Fukuyama (2004) coincide 
al puntualizar que los valores de la participación ciudadana son 
producto de la educación, el liderazgo y la integración con otras 
sociedades, lo cual explica los valores profesionales de transparen-
cia y rendición de cuentas. Estas variables se entrelazan con la ca-
tegoría económica para aumentar la competitividad con políticas 
públicas, porque la equidad y el bienestar de los ciudadanos son la 
razón de ser de los programas gubernamentales así como la soste-
nibilidad ambiental. 

Otro componente social desde el enfoque territorial es la cultu-
ra. Entendida como el sistema de códigos que a una sociedad deter-
minada le permite interpretar al mundo, configura las condiciones 
para la participación política de la sociedad, en algunos casos mani-
fiesta en movimientos sociales.

La participación política de la gente se traduce en la asunción 
de un derecho y una obligación para trazar una estrategia de de-
sarrollo. Esto es parte de la nueva gestión pública que ubica en el 
centro a la ciudadanía y de la cual emanan las tendencias actuales 
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de la necesidad de gobiernos abiertos para concretar la rendición 
de cuentas y la transparencia de sus acciones. 

Una relación reforzada entre gobierno y ciudadanía debe con-
ducir a la eficiencia y la eficacia de los programas, lo cual tiene una 
relación íntima con el logro del desarrollo porque es tarea priori-
taria procurar un adecuado nivel de vida, asegurando la equidad 
entre personas y regiones.

La participación política de los ciudadanos está ligada a los ni-
veles de educación y salud y otros aspectos de su situación social, y 
con la calidad de la información. Cuando estas necesidades básicas 
están garantizadas, disponen de más tiempo para involucrarse en la 
vida política de su territorio. 

Para Velásquez Carrillo (2012:361) “los recursos para parti-
cipar son de diversas índoles: técnicos, económicos, de tiempo, de 
información, de conocimiento y de organización; sin embargo so-
bresalen la información y la organización ya que juegan un papel 
importante en el estado actual de la participación.” 

También se requiere normas que promuevan la participación 
ciudadana: independientemente de la voluntad y la discrecionali-
dad de los agentes gubernamentales, que obliguen a estos últimos 
a  abrir espacios de comunicación con la población, pueden con-
vertirse en una real estructura de oportunidad. Adicionalmente se 
requiere la existencia de actores en el entorno de los procesos par-
ticipativos, interesados en promoverlos y apoyarlos, lo cual contri-
buiría a crear  un ambiente favorable.  

[…] de las motivaciones que llevan a la participación, la más impor-
tante es el convencimiento de que la participación es un fin deseable 
y, en consecuencia, un imperativo moral para actuar. Aquí el sujeto 
participativo no busca una compensación, sino que se involucra en 
eventos participativos porque está convencido de que debe ser así, de 
que la participación es un deber ciudadano y una norma social inelu-
dible; en este caso, la participación es parte de una herencia cultural 
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de los sujetos y de la manera en que la sociedad misma construye dis-
positivos que permitan la aceptación de esas normas (Velásquez Ca-
rrillo 2012:361).

Según Álvarez y Castro (2000), la participación ciudadana di-
recta pone énfasis en la resolución de problemas locales. Para eso 
se alude a experiencias de autogobierno, procesos autogestivos y 
formas de acercamiento entre el gobierno y la población local para 
la definición de procedimientos y mecanismos adecuados a lo que 
se requiere resolver.

Así, la categoría social tiene aspectos fundamentales para ana-
lizar y proponer el mejoramiento de las variables sociales importan-
tes como indicadores del nivel de vida de las personas y la sociedad.

Dentro de la participación ciudadana se fortalece la conforma-
ción de redes y movimientos sociales. Existe mucha literatura acer-
ca de estos dos temas. Al respecto, Escobar (2001:165-167) señala 
que el espacio debe ser tratado no solamente desde la perspectiva 
de la localización del capital sino del tema de su producción por 
las redes locales, y para él es crucial que los investigadores reconoz-
can tanto la producción social como la construcción cultural; la 
valorización de las redes tiene efectos usualmente ignorados en la 
conceptualización de espacios y redes, incluso los más reveladores 
e influyentes. 

Las redes en la dinámica industrial (Piore y Sabel, 1984) como 
en la social crean ambientes conducentes a un mejor desempeño del 
gobierno y al crecimiento. En América Latina Kliksberg (2002) ela-
boró una propuesta interesante al acuñar el término de gerencia so-
cial para el desarrollo en la cual analiza el capital social. Desde una 
publicación anterior (Kliksberg, 1997) apuntaba a una necesaria 
articulación del desarrollo social con el económico cuando señaló 
la importancia de los capitales humano y social para el crecimiento 
de una sociedad. El autor explica que junto a los “tradicionales” –el 
de una sociedad constituido por su dotación de recursos naturales, y 
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el construido por lo producido (infraestructura, capital comercial, 
capital financiero, etcétera.)– existen las dos modalidades. El prime-
ro tiene que ver con la calidad de los recursos humanos, el segundo 
con elementos cualitativos como valores compartidos, cultura, capa-
cidades para actuar sinérgicamente y generar redes y concertaciones 
hacia el interior de la sociedad.

En torno a este mismo tema Putnam et al. (1993) analizaron por 
qué se presentaban resultados tan dispares en el proceso de descentra-
lización en los setenta del siglo XX en los municipios de Italia. Su ha-
llazgo reveló el impacto del compromiso cívico, componente esencial 
del capital social, en el desarrollo socioeconómico y la efectividad ins-
titucional del Estado, el cual, según este autor, consiste en un alto gra-
do de identidad de los ciudadanos con los intereses de su comunidad. 

En cuanto a la relación entre el componente social y el econó-
mico en el enfoque territorial, Alburquerque (1999) revela que de 
poco sirve pensar únicamente en el “espacio” en términos de dis-
tancia o costes de producción, pues lo esencial es cómo introducir 
innovaciones tecnológicas, sociales y organizativas en el entramado 
productivo y empresarial, para lo cual se requiere definir las nuevas 
formas de actuación del conjunto de las administraciones públi-
cas y la sociedad, las que deben alentar el fomento productivo y la 
concertación estratégica de actores con el fin de lograr el desarrollo 
económico en el ámbito territorial. En este sentido, resulta obliga-
do razonar en términos de “territorios socialmente organizados”, 
en función de sus capacidades para materializar dichas innovacio-
nes y generar sinergias positivas entre los responsables de las activi-
dades en el conjunto del tejido socioproductivo. Entonces, la par-
ticipación ciudadana, los movimientos sociales y la conformación 
de redes transcienden fronteras y se extienden a la producción y la 
competitividad de la sociedad. Varios autores se refieren a las per-
sonas con calidad de vida elevada, como los que llegan despreocu-
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padamente a emprender, crear e innovar convirtiéndose en capital 
humano para el desarrollo local en los territorios.  

Sin embargo, Arocena (1995) observa el fracaso o la insuficien-
cia de las políticas sociales impulsadas desde el Estado de Bienestar 
y la necesidad de crear instrumentos de la acción social para el lo-
gro de eficiencia y equidad desde una configuración local integral. 
Este autor insiste en señalar la insuficiencia de una noción de de-
sarrollo reducida a su dimensión económica-productiva. Apunta: 
“[…] desde la perspectiva del desarrollo local, las políticas sociales 
son un componente esencial del proceso, están estrechamente im-
bricadas con las decisiones y las acciones que se toman en el campo 
del desarrollo económico productivo.” (Arocena 1995, 112).

Garantizar educación, salud, alimentación, vivienda y segu-
ridad permite a la persona experimentar y desarrollar otros roles 
tanto en lo individual como para la sociedad mediante su partici-
pación en la economía y la política logrando el sostenimiento del 
crecimiento y el desarrollo de su territorio con sinergias interesan-
tes. Como apunta Escobar (2001:162), “se puede decir que la re-
gión-territorio articula el proyecto de vida de la comunidad con el 
proyecto político del movimiento social. La lucha por el territorio 
es entonces una lucha cultural por la autonomía y la autodetermi-
nación.” Esto significa que las personas pueden en realidad estar 
excluidas de los beneficios que su territorio otorga. En este sentido 
resume Moncayo (2003) que una sociedad fuerte genera tanto una 
economía y un Estado poderoso.

Cada vez más se enfatiza que las necesidades esenciales satis-
fechas de los individuos son el principio de un territorio boyante. 
“Economía y Estado existen con respecto al hombre, por lo que las 
instituciones estatales y económicas no sólo habrán de ser expre-
siones del poder, sino que deberán responder siempre a la dignidad 
del hombre.” (Küng, 1997:288).
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La dimensión económica y la 
necesidad de equilibrio en la 

generación de empleos e ingresos

Este componente  es parte de la multidimensionalidad del de-
sarrollo, más que el núcleo central de la vida social, porque 
el objetivo es la calidad de vida en territorios específicos. En 

algunos enfoques de la ciencia económica, se tiende a privilegiar a 
las empresas y la búsqueda de sus ganancias, persiguiendo el uso 
eficiente de los recursos escasos. El trabajo es analizado únicamente 
como factor de la producción de acuerdo con los intereses de la em-
presa dado que su fruto es, desde esta perspectiva, una situación de 
maximización de ganancias, es decir, no se permite romper con el 
supuesto de que salarios por encima de la productividad marginal 
del trabajo atentan contra la maximización de ganancias.

La ciencia económica ha estado a favor del mercado pero aun 
así no se han evitado las crisis, quizá por el crecimiento incontro-
lado de las empresas.  Para Samir Amin (2012:56-57) “la crisis del 
sistema no se debe a otra cosa que a su propio éxito. La estrategia 
desplegada por los monopolios ha dado siempre los resultados bus-
cados: los planes de austeridad, los llamados planes sociales (en rea-
lidad, antisociales) de despido se acaban imponiendo siempre, pese 
a las resistencias y a las luchas.” Añade que la iniciativa está siempre 
en manos de los capitales oligopólicos y los gobiernos se someten a 
las decisiones de las supuestas exigencias mercantiles.

Con la globalización las fuerzas de las grandes corporaciones 
se han exacerbado y los trabajadores se les han sometido. Algunas 
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voces previenen la situación y la necesidad de considerar a la digni-
dad humana. Küng (1997:290) afirma: “[…] precisamente cuando 
se trata en nuestros días de adaptar la economía a las situaciones 
globales, no ha de sufrir por ello menoscabo la dignidad del hom-
bre ni romperse la cohesión de la sociedad humana.”

Consecuentemente, muchas políticas públicas han respondi-
do a las exigencias del capital, por lo que han perpetuado y mante-
nido la postura a su favor en detrimento del salario. Los comandos 
político y económico de las grandes empresas en la globalización 
han reformado los marcos jurídicos de las naciones.

En México se emprendió reformas desde mediados de los 
ochenta del siglo pasado con la entrada del neoliberalismo como 
modelo de desarrollo, cambiando las reglas del juego en términos 
de intervención del Estado en liberalización financiera y comercial, 
equilibrios macroeconómicos y leyes de comunicaciones, teleco-
municaciones, laborales, energéticas, y otras han sido la tarea más 
importante de los gobiernos.

El tema económico tiene una conexión con el enfoque político 
de los gobiernos y los marcos jurídicos que se adecuan en su seno. 
Las reformas constitucionales como la del 27 son otro claro ejem-
plo de la sumisión de localidades rurales al expansionismo capita-
lista promovido por la globalización. 

Sin embargo, desde el enfoque territorial lo económico es un 
tema político, de gobierno y su ciudadanía, expresado en las políti-
cas diseñadas para el desarrollo, pero la regla general es que los go-
biernos realizan modificaciones jurídicas y políticas sin la consulta 
y la anuencia de los ciudadanos. 

La política económica tiene tres variables relevantes: crecimien-
to económico, comportamiento del vector de precios y empleo. 
La primera es una necesidad fundamental del modo de producción 
capitalista de incrementar los acervos de capital mediante procesos 
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de acumulación para la maximización de ganancias de las empresas. 
El vector de precios indica niveles de certidumbre para la toma de 
decisiones de inversión o consumo, por lo que su volatilidad genera 
inestabilidad y en muchos casos atenta contra el crecimiento, mien-
tras que el empleo es una variable relevante en términos económicos 
y sociales porque define la utilización de la oferta de trabajo y la in-
corporación de la población joven al mercado laboral.

En gran medida la política económica, mediante acciones 
fiscales, define el proceso de redistribución del ingreso que debe 
realizar el Estado. Por un lado, la distribución de la carga tribu-
taria define cuánto se carga en consumo, sobre renta, en activos y 
en aprovechamiento de recursos naturales. Por otro, los grupos de 
interés tratarán de aportar la menor cantidad de recursos y obtener 
más beneficios del gasto público.

Esquema 3. Actores, políticas y variables económicos

Fuente: Elaboración de los autores, 2018, con base en Dornbusch (1993) y Alburquerque 1999).
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Así, en el modelo ideal toda propuesta de política económica 
busca crecimiento con pleno empleo, estabilidad de precios y equi-
librios macroeconómicos. Éstos se refieren a tres sectores: privado, 
público y social. El equilibro en el sector privado consiste en igua-
lar los niveles de ahorro con los de inversión de la empresa privada, 
y en el público los de ingreso tributario con los del gasto público, y 
el equilibro en el sector externo consiste en equiparar los de expor-
taciones con los de importaciones.1 

Las cuentas nacionales deben buscar una tendencia de equili-
brio para garantizar la estabilidad de la economía y el financiamien-
to de los temas de interés público. Del parámetro en los sistemas 
de cuentas nacionales se obtiene el diagnóstico, después de medir 
la actividad económica, respecto a qué sectores están en déficit y 
cuáles lo compensan. La ecuación que expresa el nivel de renta o 
producto con base en los componentes de demanda agregada es:

Y=C+I+G+(X-M)  (1)
donde:
Y= Nivel de renta o producto
C= Consumo
I= Inversión
G= Gasto de gobierno
X= Exportaciones
M= Importaciones
Si a la ecuación (1) restamos en ambos lados el nivel de im-

puestos (T) tenemos:
Y-T=C+I+G-T+(X-M)

1 En los análisis económicos estructuralista y neoclásico se considera tres tipos de agentes: 
las empresas encargadas de organizar la producción de bienes y servicios y de demandar 
factores de la producción (tierra, trabajo y capital), las familias, poseedoras de los factores 
de la producción y que reciben retribución de las empresas cuando los ofertan, además de 
ser consumidoras de bienes y servicios finales, y el gobierno, el cual tiene como funciones 
regular la actividad económica y cobrar impuestos para ejercer como gasto público.
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Y-T-C=I+G-T+(X-M) (2)
Si de la ecuación (2) definimos a Y-T como renta disponible 

(YD) obtenemos:
YD-C= I+G-T+(X-M)  (3)
Si definimos a YD-C  como el nivel de ahorro (S) obtenemos: 
(S-I) + (T-G)=(X-M)   (4)
S-I define al equilibrio en el sector privado, T-G el equilibrio 

en el sector público y X-M equilibrio en el sector externo.
Ésta es una simple igualdad contable, no establece aún rela-

ciones funcionales. No se define, por el momento, qué precisa un 
cambio en un sector y afecte o no el comportamiento de otro.

Muchas veces los desequilibrios son transitorios por procesos 
de reestructuración de vectores de precios relevantes para una eco-
nomía; por ejemplo, en una que produce y exporta petróleo, como 
mercancía importante, la caída en los precios generará inmediata-
mente una disminución de ingresos y tenderá a presionar al sector 
externo. Sin embargo, el comportamiento quizá sea diferente según 
la acumulación de moneda extranjera, pues ésta, en el caso de Ara-
bia Saudita, puede financiar los déficits temporales producidos por 
la caída de los precios del petróleo, mientras que en Venezuela, al 
contar con bajo acaparamiento de divisas, la disminución del precio 
inmediatamente crea déficit del sector externo por la incapacidad 
de financiamiento con ahorro propio en moneda extranjera. En es-
tos casos, si se espera que los precios se recuperen en el corto plazo, 
una medida adecuada es el endeudamiento externo.

Entre las perspectivas teóricas preocupadas por explicar los 
equilibrios macroeconómicos están las de monetaristas y keynesia-
nos. Para las perspectivas monetaristas la economía, si se deja a la li-
bre operación de las fuerzas del mercado, logra la plena utilización de 
los factores de la producción en un punto de equilibrio de pleno em-
pleo (Arrow y Hahn, 1977). Éste significa que los mercados utilizan 
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toda fuerza de trabajo disponible y quienes quedan desempleados lo 
son por dos causas: condiciones friccionales por cambio de lugar de 
trabajo o porque no aceptan los salarios del mercado. 

Por tanto, la política monetaria debe ser pasiva y acompañante 
del sector (real) productor de bienes y servicios, porque los incre-
mentos en la oferta monetaria aumentarían el vector de precios y 
esto presionaría al alza la tasa de interés nominal y la real, creando 
incertidumbre. Las altas tasas de interés requieren seguridad, pero 
dadas las condiciones se considera que el futuro será incierto, lo 
cual genera que bajen las de inversión, empleo y del crecimiento 
económico (Dornbusch, 1993).

El planteamiento neoclásico considera que la política tributa-
ria debe ser mínima, pues si bien el gasto de gobierno incrementa, 
la demanda agregada lo hace a costa de quitar recursos al agente 
empresa, debilitando su capacidad de inversión, lo cual genera el 
desplazamiento de la inversión del sector privado por gasto guber-
namental. Como, desde el punto de vista monetarista, el sector pri-
vado es más eficiente que el público, se propone un Estado mínimo 
que regule y garantice la operación de la economía de mercado.

Mientras para los planteamientos keynesiano y poskeynesia-
no la economía dejada a las fuerzas del mercado tiende a lograr 
equilibrios ineficientes con desempleo y desocupación de los re-
cursos de la producción (recursos naturales, trabajo y capital). 
Los equilibrios eficientes, con plena ocupación de los factores de 
la producción, son una condición del azar y, aunque se llegue a 
esta condición de equilibrio, no se tiene la de estabilidad  (Key-
nes, 2003).

Si bien estos equilibrios son importantes para la ortodoxia 
economicista, para el desarrollo territorial importa el crecimiento 
equilibrado entre los sectores económicos, privados y sociales. Para 
países como América Latina y el Caribe el desarrollo local requiere 
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una estructuración productiva en la cual se debe revisar estos tres 
sectores y replantear su desempeño.

Algunos planteamientos heterodoxos poskeynesianos acerca del 
comportamiento de algunas variables, como la inversión, sostienen 
que ésta precede al ahorro. Es decir, la cantidad que una sociedad 
ahorra depende de la que decide invertir. Esta decisión no resulta por 
las condiciones de rentabilidad actual sino por las perspectivas de 
ganancias a futuro, aunque con base en el desempeño de la actividad 
económica presente (Minsky, 1975).

Como los equilibrios económicos son ineficientes, sostienen 
estos planteamientos,  la intervención del gobierno para incremen-
tar la demanda agregada y alcanzar el pleno empleo es aceptable 
y por lo tanto el añadido del gasto gubernamental aumenta el ni-
vel de la oferta agregada. Por otra parte, la expansión de la oferta 
monetaria para los poskeynesianos tenderá a disminuir la tasa de 
interés, lo que eleva las decisiones de inversión en el corto plazo, 
expande el nivel del producto y empuja hacia el pleno empleo. Sin 
embargo, desde una postura crítica, el desempeño económico no 
trata un equilibrio meramente contable, sino la calidad de estas va-
riables en cuanto a uso en la economía territorial. Es decir, traducir 
el buen desempeño en salarios, ingresos y gastos de gobierno con 
impactos productivos y sociales en las regiones.

Las perspectivas keynesiana y monetarista se han enfrentado 
desde la formulación de la primera a fines de los treinta, y las con-
diciones de operación de la economía, parecen por momentos, dar-
le la razón a una teoría u otra: cuando con incrementos del gasto 
público se ha entrado a sendas de crecimiento y pleno empleo, y a 
épocas de recesión e inflación. Desde 1945 hasta principios de los 
setenta del siglo pasado, la propuesta keynesiana tuvo gran acepta-
ción tanto en la academia como en la orientación de políticas pú-
blicas, pero las crisis económicas de los setenta, en muchos países, 
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mermaron su popularidad y apareció el planteamiento neoclásico 
de matriz monetarista.

En mayo de 1979 Margaret Thatcher fue elegida en Gran Bretaña con 
el firme compromiso de reformar la economía. Bajo la influencia de 
Keith Joseph con conexiones con el Neoliberal Institute of Econo-
mic Affairs, aceptó que el keynesianismo debía ser abandonado y que 
las soluciones monetaristas de las doctrinas dirigidas a actuar sobre la 
oferta eran esenciales para remediar la estanflación que había carac-
terizado a la economía británica en los años de 1970. Thatcher se dio 
cuenta de que estas medidas suponían nada menos que una revolu-
ción en las políticas fiscales y sociales y de manera inmediata mostró 
una feroz determinación para acabar con las instituciones y los cana-
les políticos del Estado socialdemócrata que se había consolidado en 
Gran Bretaña después de 1945 (Harvey, 2007:28).

Sin embargo, aun con al avance neoliberal, el fracaso de las po-
líticas de ajuste aplicado a los países latinoamericanos durante casi 
todo el último cuarto del siglo pasado y los procesos de democrati-
zación provocaron que a principios del siglo XXI algunos optaran 
por gobiernos de izquierda, los cuales ejecutaron un conjunto de 
políticas sociales, incrementando el gasto público, pero como co-
yunturalmente coincidió con el incremento tributario y la entrada 
de divisas, en algunos casos como el de Brasil permitió equilibrar 
al sector externo, presentándose relativo éxito, según indicadores 
favorables en la reducción de la pobreza y el crecimiento sostenido 
del Producto Interno Bruto.

Por primera vez desde la posguerra, en 2008, países desarrolla-
dos entraron en crisis, mientras que los emergentes mantuvieron 
relativa estabilidad económica. Básicamente sostuvieron su nivel 
de crecimiento soportado en los altos precios de las materias pri-
mas, lo cual significó un crecimiento basado en renta de recursos 
naturales. Según los datos de la Cepal (2017) en Brasil, Argentina, 
Ecuador, Venezuela y Bolivia las políticas fiscales expansivas, auna-
das a las tasas de interés, trataron de mantener fuertes las monedas 
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para controlar los efectos inflacionarios. Los precios de las materias 
primas bajaron desde 2012 y las balanzas externas se deterioraron 
rápidamente.

Las propuestas de políticas fiscales y monetarias parecen más 
discursos ideológicos que científicos, así las perspectivas poskey-
nesianas se asocian a propuestas populistas y las monetaristas a 
propuestas de derecha, por lo cual es necesario discutir en térmi-
nos científicos más que ideológicos aunque sean asuntos vincula-
dos a la política, pero siempre teniendo en mente el beneficio para 
la población.

El modelo neoliberal se basa en la reducción de la capacidad 
redistributiva del Estado, sobre todo la disminución del gasto pú-
blico por la baja de impuestos a los sectores de mayores ingresos, 
aumentando el respectivo al consumo; esto conduce al Estado a 
una reducción de capacidad de maniobra por disminución de re-
cursos y deja en manos de los actores empresariales la provisión de 
bienes y servicios sin mecanismos de regulación adecuados por el 
Estado. No obstante, con pocos recursos se tiene una menor ca-
pacidad de redistribución del ingreso y, si se agrega una distribu-
ción en función de los intereses de sectores privilegiados como los 
financieros o las élites, las posibilidades de mejorar la calidad de 
vida de la población se ven comprometidas porque se genera mayor 
concentración de ingresos.

Para Vargas (2005) los procesos de globalización económica 
empujados por la competencia abierta de los mercados globales, 
bajo el modelo neoliberal de regulación, desafían las formas de go-
bernabilidad institucional de los Estados-nación porque fuerzas 
supracionales presionan para la liberalización y la desregulación de 
los sistemas financieros, promueven la privatización de empresas 
públicas, instituciones de investigación y educación superior y ge-
neran adaptaciones de políticas ambientalistas y sociales. 
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Sin embargo, la autorregulación propuesta por el sistema capi-
talista, con la disminución de las funciones del Estado al mínimo, 
ha sido sólo una fantasía porque en la práctica la desregulación del 
sector financiero significa dejar a intereses privados apropiarse de 
esferas que no le competen, como definir las reglas de estabilidad 
para dichos mercados, en contraposición a los de financieros que 
tienden a especular basados en la falta de reglamentación, y esto 
genera conflicto entre actores sociales, imposibilidad de generar 
consensos e ingobernabilidad (Vargas, 2005). 

En síntesis, el equilibrio macroeconómico no debe ser plantea-
do como fin sino como medio para mantener estables los procesos 
en el desarrollo de los asuntos públicos y garantizar recursos para 
incrementar la calidad de vida de la población en general. Un mar-
co económico adecuado para la gestión de la agenda pública con-
sistiría en una dotación suficiente mediante la gestión y la adminis-
tración de ingresos públicos y una arena política donde los actores 
sociales cuenten con mecanismos para posicionar sus intereses y 
construir acuerdos, lo cual reducirá  la incertidumbre económica. 

Esto nos conduce al tema de la intervención del gobierno en 
la economía, algo vital para lograr el desarrollo del territorio. Sin 
éste, los desequilibrios regionales se reproducen y perpetúan por-
que la inversión, motor del crecimiento, tiende a dirigirse a donde 
hay ganancias. Ciertas regiones no siempre son atractivas para la 
localización de inversiones, por lo que sufren desempleo y baja ac-
tividad económica. A veces educación, capacitación y salud no es-
tán en condiciones para ofrecer una mano de obra competitiva, y la 
intervención del Estado es fundamental para mejorarlas y partici-
par con la inversión en infraestructura para catalizar el crecimiento 
y el desarrollo de la economía local. 

Según ECLAC (2016:73), “en Latinoamérica y el Caribe, so-
lamente un tercio de lo que corresponde a las ganancias del PIB se 



43La dimensión económica y la necesidad de equilibrio 
en la generación de empleos e ingresos

asigna a inversiones, lo cual contrasta con los dos tercios que invier-
te Asia”; es decir, sean la segunda región más desigual del planeta 
después de la Subsahariana de África, cuya élite es la más renuente 
a convertir su posición privilegiada en inversiones interregionales 
de sus ganancias, generando grandes salidas de capitales.

Existen enormes diferencias regionales y subregionales en el 
comportamiento de la inversión. Afirman que Latinoamérica, Sur-
américa y América Central han experimentado una reducción sig-
nificativa en las tasas de crecimiento de la inversión desde 2013, 
siendo prácticamente nulo para los casos de Brasil y México. Según 
la ECLAC, preocupa este patrón de inversión porque implica que 
la región ha anulado el crecimiento de las capacidades y la infraes-
tructura, y sofocado la innovación requerida para el ciclo de de-
sarrollo propuesto por la Cepal y lograr las Metas del Desarrollo 
Sostenible incluso para el tema central del ambiente.

El enfoque del desarrollo territorial supera, por tanto, la clásica 
concepción del rumbo macroeconómico neoclásico, en el cual “no 
suelen estar presentes los actores sociales (que son sustituidos por 
simples agregados promedio), ni el territorio socialmente organiza-
do, que es reemplazado por un mero espacio homogéneo o referencia 
geográfica, pero nunca como un actor social relevante” (Alburquer-
que, 1999:53). Según el autor, tras años de aplicación de reformas 
macroeconómicas en América Latina, dichas políticas –pese a lograr 
un mayor control de los equilibrios básicos– no parecen ser sufi-
cientes para asegurar la innovación tecnológica y de gestión de su 
tejido productivo y empresarial, mayoritariamente compuesto por 
microempresas y pequeñas y medianas, para incrementar la calidad 
de los recursos humanos y las relaciones laborales, prevenir la degra-
dación del medioambiente, difundir el crecimiento económico de 
forma más equilibrada en los territorios y, en suma, mejorar el nivel 
de vida y desarrollo humano de la población. 
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El enfoque macroeconómico predominante en la visión con-
vencional de la ciencia económica, al centrarse en ciertas variables 
(inflación, déficit público, ritmo de crecimiento del producto in-
terno bruto, déficit de la balanza de pagos, etcétera), elimina la 
consideración de los actores socioeconómicos reales y simplifica al 
territorio, contemplándolo únicamente como espacio geográfico, 
no contexto de desarrollo. 

Desde la perspectiva del desarrollo económico local, sin em-
bargo, no existe una homogeneidad del espacio sino una diversi-
dad de situaciones y movimientos protagonizados por los actores 
territoriales socialmente organizados. La demanda agregada, para 
usar el término keynesiano, no crecerá a menos que se reduzca la 
inequidad de la distribución de la riqueza con base en la asignación 
por el mecanismo de mercado. 
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La dimensión ambiental y su 
impacto en el desarrollo 

Lo territorial implica la articulación entre lo económico, lo 
social, lo político y lo ambiental. Es común que algunos 
teóricos vean un antagonismo entre lo primero y lo último. 

Un caso ejemplar es el del crecimiento turístico, para el cual la pro-
visión de infraestructura y el consumo de los atractivos requieren 
del sacrificio de la naturaleza.

Para el enfoque territorial el ambiente es básico porque provee 
los recursos naturales de donde se extrae materiales para el auto-
consumo o la venta. El uso abusivo de los hábitats atenta contra 
la vida de los seres vivos en el presente y a futuro. Por esa razón la 
Organización de las Naciones Unidas, desde los noventa del siglo 
pasado, ha propuesto el desarrollo sustentable y sostenible en la ex-
plotación de la naturaleza. 

Los planes de ordenamiento territorial son, por excelencia, la 
herramienta planificadora que establece la visión de conjunto del 
desarrollo con la búsqueda de la armonización de los usos del sue-
lo. Según Roma (1998), un tema habitual en planes territoriales es 
la clasificación del suelo no urbanizable según categorías de orde-
nación a partir de los usos del suelo dominante, determinando las 
restricciones de actividades en cada una. El ordenamiento territorial 
en América Latina y el Caribe tiene su origen en los noventa, cuando 
el Estado promovió políticas verticales dirigidas a la ordenación de 
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recursos naturales y ecosistemas principales, englobando al territorio 
(FAO, 2003).

Existe conflicto entre preservación o modernización, pues se 
discute acerca del uso del suelo entre no perturbar o utilizar para la 
provisión de infraestructura como carreteras, presas, o urbanización. 
Un problema de mayor magnitud se presenta cuando la discusión es 
entre la preservación o la intervención para la reactivación económi-
ca de la región en actividades como turismo, industria, ganadería o 
ampliación de la agricultura. Existen posturas encontradas en cuan-
to a costos y beneficios privados y sociales de estas decisiones. Si bien 
el crecimiento económico es importante para la generación de em-
pleo e ingresos, se requiere poner en una balanza costos y beneficios 
sociales y ambientales de las acciones a emprender.

El desarrollo territorial, como nuevo planteamiento de creci-
miento basado en la microeconomía contempla tres tipos de políti-
ca interrelacionados: sectoriales, territoriales y medioambientales. 
Las políticas ambientales fijan el marco de actuación a sectoriales 
y territoriales, conjugando conservación, defensa y mejora de los 
recursos naturales (agua, aire y suelo). Estos recursos cada vez están 
más vinculadas a las nuevas demandas sociales de los ciudadanos, 
orientando el crecimiento y el desarrollo económico local en una 
sola dirección: calidad y respeto ecológico (Pérez y Carrillo, 2000). 

El desarrollo sustentable, en el ámbito territorial, constituye 
parte de la planeación porque se reconoce un efecto de retroali-
mentación entre ambiente y acción del hombre (Celis, 1988). 
Aunque el crecimiento acelerado de la innovación ha penetrado en 
la producción, muchas regiones basan su economía en el aprove-
chamiento de los recursos naturales. En el caso de muchos estados 
de México, las actividades turísticas, forestales, ganaderas e indus-
triales son de particular importancia en su crecimiento económico, 
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por lo que el desarrollo sustentable es primordial para el equilibrio 
del aprovechamiento de la naturaleza.

Acerca del aspecto ambiental, su planificación integra a la 
ciudadanía mediante la sociedad civil organizada. Con el auge del 
desarrollo sustentable se catapultó el papel de las organizaciones 
ambientalistas. Como en la ciencia regional, el desarrollo sosteni-
ble es multidisciplinario y transdisciplinario. Para medir los nive-
les de sustentabilidad se emplea el grado propuesto por Sepúlveda 
(2008), cuyo biograma muestra las directrices económica, social y 
política. No se debe establecer proyectos sin la participación ciu-
dadana, lo cual implica el equilibrio entre lo económico, lo político 
y lo social. 

Esquema 4. Proceso del desarrollo sustentable con enfoque territorial

Fuente: Elaboración de los autores, 2018, con base en Pérez y 
Carrillo (2000),  Sepúlveda (2002) y Calderón (2010).

Lo ambiental está íntimamente relacionado con la educación, 
la cultura y el marco jurídico del Estado, sobre todo en referencia 
al uso del suelo, de los recursos y su propiedad. En México la tierra 
esta jurídicamente regulada por el artículo 27 constitucional, en-
mendado en 1994.

Preservación Modernización

Sociedad civil

Política ambiental

Desarrollo sustentable

Recurso naturales
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El petróleo y otras riquezas eran propiedades de la nación 
administradas por el Estado pero las reformas a la Constitución 
han permitido la gestión de estos recursos naturales mediante 
privatizaciones. También existen impactos del neoliberalismo y la 
globalización en cuestiones ambientales porque repercuten en uso, 
explotación, aprovechamiento y preservación de los territorios. 

Las políticas públicas que promueven proyectos de inversión 
guían el trato con el ambiente. Los primeros planteamientos respec-
to a la temática de sustentabilidad aparecieron en los ochenta, sien-
do la Organización de las Naciones Unidas uno de los promotores 
en el mundo. Con el crecimiento del interés en esta problemática, 
y el impacto en lo social y lo económico, la ONU y la Comisión 
Mundial sobre el Medio Ambiente y Desarrollo comenzaron en 
1983 una serie de acciones encabezadas por la presidenta de Norue-
ga, Gro Harlem Brundtland, y crearon programas para promover 
el desarrollo sustentable, plasmados en los documentos El Informe 
Brundtland, Cumbre de la Tierra y Agenda 21 (López, 2008).

En 1987 se presentó a la asamblea general el informe Nuestro 
futuro común o Brundtland, enfocado en tres dimensiones: creci-
miento económico, inclusión social y equilibrio medioambiental. 
En este documento se plantea la primera definición del concepto 
de desarrollo sustentable: […] satisfacer las necesidades de la ge-
neración actual sin comprometer la capacidad de las generaciones 
futuras para satisfacer sus propias necesidades.” (ONU, 1987).

El problema de las desigualdades socioespaciales es central, y 
en todos los países se pretende mayor cohesión territorial. Desde 
finales de los noventa y principio de los 2000, en muchos países de 
América Latina y el Caribe se presenta una inclusión progresiva 
del ordenamiento territorial en estrategias y políticas nacionales. 
Según la FAO (2003), cuando se le empieza a implementar con 
un enfoque “de abajo hacia arriba” pierde la connotación “verti-
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cal” y pasa a mostrar un proceso de concertación en el cual parti-
cipan todos los interesados directos del territorio. Un ejemplo de 
este cambio de visión aparece en la metodología propuesta por la 
FAO (2003) de “Desarrollo territorial participativo y negociado”. 
En esta perspectiva la apertura hacia un diálogo social entre actores 
con intereses diversos de un determinado territorio representa una 
fase fundamental. 

Todos estos esfuerzos tratan lo fundamental del enfoque territo-
rial respecto al ambiente. Es decir, lo sustentable toca la vida de todos 
pero en particular de quienes se encuentran más cercanos al uso de 
los recursos naturales, particularmente en zonas rurales. La partici-
pación de los afectados, o sea, los grupos de interés, es importante 
para que las medidas ambientales no los dañen en lo económico ni 
en su cultura. Ha habido casos como la pérdida de calidad de vida o 
de sus medios de sobrevivencia cuando la pesca queda prohibida por 
el establecimiento de un área natural protegida. 

Existe una tendencia localizada de críticas respecto al desa-
rrollo ambiental en las cuales los pueblos son desposeídos de su 
convivencia con la naturaleza por estos procesos que promueven la 
sustentabilidad. En vez de resultar en equilibrio, hace todo lo con-
trario, es decir, sumerge en mayor pobreza a asentamientos enteros 
y produce más desigualdad económica, política y social. 

El avance en pos del desarrollo sustentable se ha dado de mane-
ra paulatina. Por eso se considera necesario mejorar la información 
hacia todos los sectores de la comunidad para lograr organización 
y armonización entre los grupos sociales y conseguir bienestar ha-
ciendo uso razonable de los recursos, sin dañar a las generaciones 
futuras, y educar cómo cada uno puede ayudar a solucionar los pro-
blemas del medio ambiente (Gabutti, 2016).

Según el enfoque de sostenibilidad, las prácticas de los acto-
res sociales son de suma importancia, pues cada persona percibe 
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y construye la realidad de manera diferente. Como el concepto de 
desarrollo sustentable se encuentra regido por los principios de 
equidad inter e intrageneracional, los individuos de una comuni-
dad tienen derecho a un desarrollo sustentable, así como la obliga-
ción correlativa de que sus actividades sean congruentes con éste 
(Burguete, 2007). 

Es decir, para el desarrollo sustentable en una sociedad ésta 
debe participar. El trabajo conjunto permite alcanzar armonía con 
el ambiente. Esta participación efectiva de los ciudadanos en la 
adopción de decisiones ha resultado una de las prácticas más exi-
tosas para el logro del desarrollo sustentable, tanto regional como 
microrregional (Sepúlveda, 2002). 

No obstante, “el mundo se encuentra en una crisis ambiental” 
(ECLAC, 2016:54) por la presencia del cambio climático. Nos 
encontramos en el borde de una nueva era de asuntos ecológicos 
por el surgimiento de un consenso renovado centrado en la calidad 
del crecimiento económico, con énfasis en el crecimiento verde 
y la mitigación de los daños en el presente en vez de dejarlo para 
un futuro hipotético para el cual se supone habrá mayor riqueza 
y tecnologías más eficientes. El consenso emergente se refiere a la 
necesidad de grandes inversiones en nuevas energías y patrones de 
producción, lo cual exigirá una expansión de los gastos públicos. 
Es decir, se requerirá aplicar el keynesianismo global para sostener 
la demanda efectiva y armonizar los objetivos del pleno empleo y 
el control ambiental con un paquete de inversiones para lograr el 
crecimiento utilizando bajos niveles de carbono.

No se pierda de vista que los beneficios de una mayor produc-
ción se le atribuyen directamente al productor, mientras que las 
externalidades negativas se diseminan, y a veces repercuten severa-
mente, en regiones alejadas de la fuente que origina la contamina-
ción; por ejemplo, el cambio climático puede borrar del mapa a las 
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pequeñas islas que no la provocaron. Los efectos han sido clasifica-
dos como la más grande falla de mercado que el mundo ha padecido.

Las industrias pesadas y de construcción son fuente de inequi-
dad porque los pequeños negocios de estos giros no pueden sufra-
gar los costos administrativos de salud y seguridad para sus emplea-
dos. Un ejemplo extremo se presenta en las áreas urbanas entre las 
personas que viven recogiendo basura. Por esa razón la ECLAC 
sostiene que los efectos del cambio climático los padecerán más 
directamente los pobres, quienes carecen de acceso a los servicios 
básicos y de salud y son más dependientes de los recursos naturales 
para su sobrevivencia y tienen acceso limitado a los recursos tecno-
lógicos y financieros. Los hogares más afectados enfrentan mayor 
dificultad para recuperarse de sus pérdidas, lo cual significa que los 
desastres tienen efectos a largo plazo en salud, educación, alimen-
tación y productividad, agravando la pobreza y la desigualdad.

En el enfoque territorial los componentes están interconecta-
dos y el desarrollo, su objetivo, es un hecho complejo que engloba 
una pluralidad de dimensiones y no puede ser medido sólo cuanti-
tativamente. Por esa razón las políticas sociales “nacen, se formulan 
y se aplican en el marco de las acciones orientadas al desarrollo de 
la comunidad. No se trata de dos procesos separados: el desarrollo 
económico y la distribución de la riqueza” (Arocena, 1995:116) y 
tampoco de menospreciar lo ambiental. Para Calderón (2010) el 
desarrollo sustentable es lograr la equidad social, la sostenibilidad 
económica y la sustentabilidad ambiental, en un clima de paz y ar-
monía y en horizonte perdurable. 
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Dimensión política: 
instituciones, acuerdos y actores

La categoría política del enfoque territorial es fundamental 
porque condiciona a las otras categorías en los ámbitos lo-
cal y regional. Según Escobar (2001:166), la discusión del 

territorio (lugar) ya implica el asunto político de su defensa, y teó-
ricamente es importante aprender a visualizar las prácticas cultura-
les, ecológicas y económicas como fuentes de enfoque y estrategias 
alternativas para la reconstrucción en los ámbitos local y regional, 
independientemente de cuán inmersos en la globalización estén. 
Aquí se recalca la visión de que la política, como las otras catego-
rías, son territoriales, es decir, específicas al espacio donde se les 
quiera implementar.

En este sentido, los actores sociales, relacionados en la arena 
política mediante los instrumentos del diálogo, la expresión de in-
tereses y la negociación, deben ser capaces de construir reglas que 
permitan acordar las agendas redistributivas, lo cual significa defi-
nir, en el largo plazo, los mecanismos recaudatorios que permitan 
dar estabilidad a las políticas públicas y contar con mayores recur-
sos para acciones y programas. 

Como los procesos de dirección de una sociedad pueden acatar 
el consenso o la coerción, siendo la segunda de alto costo social, se 
socava la confianza institucional y el conflicto se mantiene. Lograr 
acuerdos no es cosa menor porque el conjunto de intereses en jue-
go los dificulta, en torno a la contribución de los sectores al gasto 
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público; por ejemplo, los empresarios buscan reducir la cantidad de 
impuestos sobre la renta, las clases medias se vuelven resistentes a 
tributar por el consumo, las organizaciones gremiales luchan por ob-
tener excepciones particulares y las populares declaran incapacidad 
de pago hacendario.

Una vez logrados los acuerdos para la contribución, continúa 
el debate respecto a la distribución de los recursos públicos. Los 
grupos se movilizan para tratar de obtener mayores beneficios: los 
empresariales piden construcción de infraestructura, estratégica de 
acuerdo con sus intereses; las organizaciones gremiales solicitan 
más recursos para sus agremiados y las de la sociedad civil para po-
sicionar sus agendas.

De esta forma, la construcción de mecanismos institucionales 
para la creación de acuerdos acerca de la recaudación y la distribu-
ción favorecen a cierto tipo de intereses y actores concretos, lo cual se 
refleja en los temas que prioriza la agenda pública. Se trata de un pro-
ceso complicado que expresa la dinámica de actores (con intereses 
disímiles) y las asimetrías en su incidencia en los asuntos públicos. 

De esta manera los instrumentos de la política económica son 
insumos, que en manos de los sujetos sociales, tendrán diversas po-
sibilidades de utilización, de acuerdo con el conjunto de actores 
expresando sus intereses.

Los asuntos de interés público, por un lado, cambian. Un 
conjunto de temas cobra particular importancia cuando se genera 
consenso entre sectores en el ámbito público, pues corresponden 
a una situación política, económica y social determinada, nacio-
nal e internacionalmente, de manera que corresponden a un mo-
mento histórico. 

Por otro lado, algunos temas se mantienen porque no 
dependen del consenso de los actores, sino del diseño del Estado. 
Por ejemplo, seguridad nacional es prioritario y recurrente en los 
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Estados actuales, pues toda organización político-administrativa se 
basa en garantizarla mediante la fuerza y la diplomacia, de tal forma 
que destina recursos contantes para las actividades respectivas 
internas (entre ciudadanos) y externas (con otras naciones) con 
independencia de los acuerdos e intereses de los actores. 

Actualmente la categoría política ha retomado la discusión del 
papel del Estado, con dos actores principales: gobierno y ciudada-
nía. Desde el enfoque territorial, las funciones de cada actor reper-
cuten en el proceso de desarrollo.

Esquema 5: Los actores principales del Estado y sus ámbitos de actuación

Fuente: Elaboración de los autores, 2018, con base en Cabrero (2000),
 Escobar (2001) y Kliksberg (2002).

La función del gobierno es establecer el marco jurídico que guía 
la actuación de todos en la sociedad como formular políticas públicas 
y hacer uso de las finanzas públicas. La política económica implica el 
estudio de los mecanismos gubernamentales para regular variables 
que inciden en los asuntos definidos como relevantes; de esta forma 
define en gran medida las posibilidades de acción del Estado a partir 
de los recursos disponibles.  Por otro lado, las políticas públicas son 
mecanismos de acción del Estado en los asuntos que, por consenso 
social, se considera de interés público (Cabrero, 2000).

Gobierno

Marco jurídico
Políticas públicas

Presupuesto público
Gasto público

Cultura
Solidaridad

Organización
Participación

Incidencia

Ciudadanía
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El gobierno, mediante sus organizaciones y en acuerdo con 
algunos actores, define metas e instrumentos para alcanzarlas; sin 
embargo, esto aumenta las tensiones sociales porque trastoca los 
intereses de los sujetos con valores políticos contrapuestos, conflic-
tos, en el mejor de los casos, a resolver en el campo de la política.

En este sentido, los conflictos  en el ámbito económico muestran 
que la toma de decisiones a nivel macro no es un ejercicio puramen-
te tecnocrático, sino con repercusiones sociales en todas las escalas. 
“Las políticas agregadas acarrean fuertes consecuencias distributivas 
mediante el gasto público, especialmente en relación con la distribu-
ción de activos e ingresos y la provisión diferencial de bienes y servi-
cios públicos entre grupos de población” (Ghosh, 2007: 8).2

Las discusiones respecto a políticas públicas omitieron la dis-
puta por el poder, pues partían de que su definición (construcción 
de la agenda, discusión del problema, ámbitos de acción, aplicación 
y evaluación de programas y acciones) se daba en las condiciones 
de una sociedad democrática, con reglas consensuadas.

Para instrumentar las políticas económicas y públicas los go-
biernos promueven pactos sociales3. En América Latina es difícil 
concretarlos por la polarización de proyectos y la gran desigualdad 
social. En este contexto, aceptar los resultados electorales conlleva 
a movimientos pendulares que se reflejan en los cambios en las po-
líticas públicas y las tensiones sociales, como ha ocurrido en Ecua-
dor, El Salvador, Brasil, Argentina, Chile, Bolivia y, el caso más 
emblemático, Venezuela.

2 El campo de estudio de las políticas públicas desde su inicio intentó desentenderse de 
las discusiones en torno al conflicto, en la medida que se partía de una plataforma demo-
crática donde ya estaban definidos los mecanismos de disputa por el poder y, por lo tanto, 
sólo importaba cómo decidir en los asuntos públicos.
3 Entendida como la definición de los mecanismos de disputa por el poder y la construc-
ción de la institucionalidad democrática que evite incertidumbre y conflictos poselecto-
rales, bajo la regla de oro de la democracia debe existir incertidumbre de quién ganará 
pero certidumbre en que los resultados son aceptados por los adversarios.
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En este escenario la política enfrenta desafíos para desarrollar 
diseños institucionales y destrabar los conflictos en la disputa por 
el poder, de manera que se pueda construir una agenda consensua-
da en los temas prioritarios para cada sociedad.

La composición de los procesos de la formación de agenda y sus impli-
caciones políticas y sociales remiten necesariamente al estudio de la na-
turaleza de los mecanismos de intermediación política; es decir, de la 
caracterización de sus instituciones en tanto sistemas de normas e incen-
tivos y que rige la acción colectiva, dirime conflictos distributivos y pro-
cesa, en general, las demandas sociales (Casar y Maldonado, 2010: 209).

En la Tabla 1 se esquematiza la interacción entre la política 
y la política económica como instrumentos para gestionar los te-
mas de la agenda pública en los dos niveles más amplios: nacional 
e internacional.

Tabla 1: Instrumentos y dimensiones de la construcción de la agenda pública

Instrumentos de gestión 
de la agenda pública

Temas generales definidos 
dentro del Estado-nación

Temas de interés internacional 
(fuera del Estado-nación)

Monetarios

Fiscales

Políticos

Seguridad y justicia

Educación

Seguridad social (salud y 
pensiones)

Desarrollo económico

Inclusión social y equidad

Acceso a otros bienes y 
servicios estratégicos
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Fuente: Elaboración de los autores.
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Los temas de interés internacional son el resultado de un con-
junto de cumbres y reuniones de alto nivel donde la comunidad 
pone en la agenda asuntos que merecen la atención de políticas 
públicas que involucran programas de cooperación internacional y 
se les ratifica de acuerdo con tratados firmados por Estados y en el 
caso de México se vuelven endógenos al marco jurídico a partir de 
una tesis jurisprudencial, la cual.

[…] emitida por nuestro más alto tribunal resuelve a su manera el pro-
blema que se presenta de la interpretación del sistema –bastante de-
fectuoso– de recepción del derecho internacional, que tiene nuestra 
Constitución y que se manifiesta fundamentalmente, entre otros, en los 
artículos 133, 117-I, 15, 89-X. La doctrina establece una jerarquía en 
donde la Constitución está en la cúspide y después aparentemente en 
segundo plano están las “leyes del Congreso de la Unión que emanen de 
ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma celebrados 
y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del 
Senado”, y la Constitución establece que éstas serán “la ley suprema de 
toda la Unión” (Becerra Ramírez y colaboradores, 2000:169).

La ruptura de los tratados implica la obligación de acatar me-
canismos y normas extraterritoriales en términos de la legislación 
internacional.

En materia de tratados, el derecho internacional complementa el prin-
cipio fundamental de pacta sunt servanda con la disposición del artí-
culo 27 de la Convención de Viena de 1969, que claramente establece 
que un Estado no puede invocar los preceptos de su derecho interno 
como justificación del incumplimiento de un tratado, disposición que 
está ratificada por la jurisprudencia. Aunque la Convención de 1969 
deja la puerta abierta con su artículo 46 para proteger a las normas 
internas de importancia fundamental –relativas a la competencia para 
celebrar tratados, caso que conduce a la nulidad de los tratados–, lo 
que de cierta manera significa una supremacía de la Constitución en 
este caso (Becerra Ramírez y colaboradores, 2000:170).
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En cada tema de la agenda se establece condiciones particula-
res en perspectiva de interés público; por ejemplo, en salud además 
de la cobertura de servicios aparece su calidad  y el trato hacia los 
demandantes y en impartición de justicia la reparación de daños y 
la atención a las víctimas, de tal manera que al asunto general de-
finido en la agenda pública se le añaden dimensiones a considerar 
en la implementación de planes y programas. En este sentido, la 
internacional, ahora discutida en el marco de la globalización, se 
expresa de manera particular en cada sociedad. 

Si bien la tesis de la homogeneización global desconoce el sen-
tido de lo territorial, los procesos sociales en las otras escalas son 
más complejos porque las reglas de interacción de cada territorio 
responden a la historia y la configuración de actores mediados por 
una matriz cultural (Touraine, 2002). Entonces, en la interacción 
entre la dimensión internacional y las dinámicas nacionales, estata-
les y locales se configuran las particularidades de cada territorio, las 
cuales se expresan desde su intervención en la toma de decisiones 
para los bienestares individual y societal. 

El tema de la participación ciudadana ha cobrado importancia 
por la situación de marginación de vastos territorios de los 
Estados-nación, la cual pone en tela de juicio el papel del gobierno 
y la efectividad de la gestión pública para atender los problemas 
económicos, sociales y ambientales que retrasan el desarrollo. 
En cuanto a este tema, Kliksberg (2002) afirma categóricamente 
que la participación ciudadana da resultados provechosos en 
el campo social, con ventajas comparativas por cuanto su no 
utilización acarrea costos de oportunidad y directos que afectan 
el cumplimiento de las metas de los programas. Alberich (1999) 
menciona que la participación ciudadana es una actividad orientada 
a la elección de los gobernantes, pero no sólo sino que contribuye 
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a influir en sus decisiones en nombre de la sociedad, al mismo 
tiempo que aporta ideas para presentar sus demandas. 

Entonces se entiende la participación en el desarrollo “de ma-
nera general como el involucramiento activo de la gente en la toma 
de decisiones sobre la implementación de procesos, programas y 
proyectos que le afectan” (Slocum y Thomas, 2001:3). De los cin-
cuenta a los ochenta los enfoques participativos en el desarrollo 
comunitario registraron cambios importantes por la aparición de 
nuevos actores. Destaca el liderazgo asumido por las organizacio-
nes no gubernamentales (ONG) y las sociedades civiles en la ges-
tión de programas de desarrollo, particularmente desde los ochenta 
(Licha, 2002). Aunque un vasto conjunto de las segundas trabaja 
de manera amplia o focalizada en programas y proyectos comuni-
tarios, el desarrollo participativo está cada vez más asociado con 
los movimientos sociales y las ONG que se movilizan en torno a 
una visión centrada en las personas. Las asociaciones civiles, con el 
auge espectacular de los movimientos sociales y cooperativos que 
representan a las organizaciones rurales y urbanas de autogestión 
local, se comprometen con la tarea de asegurar la supervivencia de 
sus miembros mediante la producción y la distribución de bienes y 
servicios en forma cooperativa. 

Licha (2002) señala que en esa amplia gama de movimientos 
sociales y organizaciones de la sociedad civil se puede distinguir 
dos tipos de acción colectiva: contra la crítica situación de las co-
munidades pobres y el que busca el cambio de prácticas institu-
cionalizadas. Este segundo grupo insiste en formas alternativas de 
desarrollo y asignación de recursos de inversión promoviendo op-
ciones para reorientar la economía en función de las necesidades 
de la comunidad mediante acciones equitativas y sostenibles.

En términos sociales estos grupos plantean la instauración de 
organizaciones de base participativa y creativa, la delegación de 
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poder en los ciudadanos, la generación de ingresos y oportunidades 
de empleo y el desarrollo de servicios y de infraestructura financiera 
a nivel comunitario. En última instancia, estos movimientos 
buscan crear sociedades solidarias y cooperativas, centradas en las 
personas, como alternativa a los modelos de desarrollo occidental, 
muy criticados por fomentar el individualismo, la competitividad 
y la depredación del ambiente. 

El enfoque actual de la participación comunitaria en el desa-
rrollo, surgido en los noventa, fue inspirado por el trabajo de Paulo 
Freire (1970), cuyo proceso de concientización condujo al conoci-
miento de la gente respecto a las causas estructurales de la pobreza 
y asistió en la construcción de consensos y acción basada en la crea-
tividad y el conocimiento individual. Los trabajos de Schumacher 
(1973), Lo pequeño es bello: lo económico donde la gente importa, y 
de Sachs (1976), El descubrimiento del tercer mundo, contribuyeron 
a este proceso de concientización con la noción de formas alterna-
tivas de organización comunitaria e interpretación de sus vivencias. 

En Estados Unidos el Comité de Desarrollo Rural Cornell li-
deró tanto el aspecto teórico como los estudios empíricos del de-
sarrollo comunitario con la intención de entender la participación, 
las organizaciones y el desarrollo de instituciones locales. Korten 
(1980) conceptualizó la “aproximación a los procesos de aprendi-
zaje”, la cual promovía el aprendizaje por medio del error. Korten 
y Klass (1984) enfatizaron el enfoque de desarrollo “centrado en la 
gente” en oposición al “centrado en la producción”, poniendo a las 
personas primero en el proceso de desarrollo. Robert Chambers y 
otros autores (1989) del Instituto de Estudios para el Desarrollo 
de la Universidad de Sussex en el Reino Unido han escrito por más 
de veinte años respecto a las maneras de situar primero a la gente, 
especialmente la rural, en el proceso de desarrollo. Según la tesis 
central de estos enfoques, las personas ordinarias son capaces de 
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reflexiones y análisis críticos y sus conocimientos son relevantes y 
necesarios para diseñar e implementar programas y proyectos de 
desarrollo. 

Sin embargo, la relación de los actores está condicionada por 
la estructura, en un ámbito de tensiones, pues las reglas formales e 
informales ponen en interacción sujetos con intereses diversos que 
construyen en este marco su vida cotidiana procesando los eventos 
públicos y privados.

Tabla 2. Campo de relaciones actores-estructuras

ACTORES ESCALA ESTRUCTURAS

Organizaciones 
transnacionales, 

políticas, económicas, 
sociales y culturales

Internacional

En cada territorio como campo de 
acción se constituyen y reconstituyen 
las reglas de interacción de manera 
diferenciada según tipo e intensidad 
de actores sociales.

El territorio constituye su tejido 
social procesando la diversidad de 
actores en tensión permanente, 
generando el diseño institucional 
para la interacción social en su sentido 
cotidiano.

La cotidianidad se expresa en lo 
económico, lo político, lo social y lo 
cultural.

Gobiernos
Federal
Estatal
Local

Clase política
Nacional

Estatal
Local

Empresas

Internacional
Nacional

Estatal
Local

Organizaciones de la
sociedad civil

Internacional
Nacional

Provincial
Local

Organizaciones 
gremiales

Internacional
Nacional

Provincial
Local

TENSIÓN ACTORES-ESTRUCTURA
Fuente: Elaboración de los autores.
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El análisis de la realidad social requiere comprender esta re-
lación actor-estructura y sus mecanismos de transformación, pues 
el cambio social parte de reconocer cambios en las estructuras y la 
vida cotidiana de los actores. Como plantea Hodgson (2005), por 
una razón fundamental y particular debe rechazarse la intención 
de explicar todas las instituciones con base en individuos en inte-
racción a partir de un “estado natural” libre de ellas. Por eso, en este 
sentido la idea del Robinson Crusoe, a quien se suma Viernes, es 
totalmente inaceptable como ilustración metodológica de la reali-
dad social. Así que todas las interacciones de los individuos depen-
den inevitablemente de alguna forma de lengua, por rudimentaria. 
El lenguaje mismo es una institución. Los individuos dependen de 
hábitos y normas, y de hablar para interactuar. La comunicación 
interpersonal, parte esencial de toda descripción acerca del origen 
de las instituciones, depende de reglas lingüísticas y de otra clase. 

En esta perspectiva no se puede pensar a la humanidad libre de 
estructuras. La tesis es que las sociedades humanas han evolucionado 
conjuntamente con las instituciones y conforme se complejizan las 
relaciones sociales se requiere nuevas reglas y cambios en las existen-
tes, rediseñando permanentemente el entramado institucional.

Sin embargo, procesar las tensiones no es fácil porque el cam-
bio de la relación actor-estructura implica conflictos que revelan 
dilemas vitales para los sujetos en la vida cotidiana, con la necesi-
dad de reformular el diseño institucional a partir, sobre todo, de 
acordar nuevas reglas de interacción social.

[…] las sociedades complejas. Con sus apretadas redes de informa-
ción, requieren de una autonomía cada vez mayor entre los elementos 
que la componen, es decir, los individuos y los grupos deben funcio-
nar como unidades confiables y autorreguladoras. Para tal efecto se 
fomenta que desarrollen habilidades formales de aprendizaje y acción. 
Sin embargo la alta diferenciación de los sistemas implica, a la vez, 
mayor grado de control que se desplaza del contenido de la acción 
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social hacia los códigos, del comportamiento hacia los motivos del 
actuar. Los conflictos surgen en aquellas áreas del sistema que son di-
rectamente afectados por los flujos más intensos de información, pero 
a la vez reciben las presiones más fuertes para que se sometan. Los ac-
tores que participan en estos conflictos son temporales y el propósito 
de su acción es revelar a la sociedad los dilemas vitales que han surgido 
en su interior (Melucci, 2002:15)

Preocupa la existencia de las estructuras que provocan tensio-
nes porque no conduce al consenso para lograr el desarrollo. Todo 
lo que produce desencuentros es funcional al sistema de domina-
ción de los regímenes de explotación, a la opresión clasista y nacio-
nal. El desencuentro entre quienes componen una sociedad es un 
arma contra ellos mismos que aprovechan las autoridades para jus-
tificar la falta de progreso en esos territorios. Por eso es importante 
facilitar o guiar a estas comunidades en la búsqueda de su porvenir 
revalorando sus saberes y capacidades. La emancipación de poder y 
saber hacer está tomando fuerza debido a la importancia histórica 
de tradiciones y culturas.

Esta valorización de la historia, más fuerte en los espacios loca-
les, está trascendiendo a los regionales y gradualmente penetrando 
en las políticas nacionales. Este proceso no es fácil, pues encuentra 
resistencias por la manera de pensar de las autoridades y sus afi-
nidades con los procesos macro e internacionales. La articulación 
territorial de todos estos niveles es una cuestión a conciliar y apro-
vechar en pos del desarrollo.

En este contexto político que involucra actores, acuerdos e ins-
tituciones se debe definir qué se entiende por éstas. Según Monca-
yo (2003), las instituciones  articulan y organizan las interacciones 
económicas, sociales y políticas entre individuos y Estados median-
te un conjunto de reglas: están las políticas públicas, las modali-
dades asociativas de los ciudadanos y en general las de regulación 
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de su conducta. Según este autor, la transferencia de competencias 
hacia niveles subnacionales de gobierno, las políticas económicas 
regionales, las complejas redes de ONG y de movimientos sociales, 
entre otros, son manifestaciones de las transformaciones en el pla-
no de las instituciones y las formas de gobierno.

Tabla 3. Articulación territorial de actores en el 
procesamiento de los asuntos de carácter público.

ACTORES ESCALA

INSTITUCIONES
Política

económica
Política 

fiscal
Política 

monetaria
Agenda de políticas públicas

Organizaciones 
transnacionales, 

políticas económicas, 
sociales y culturales

Internacional

La concreción de las acciones en 
asuntos de interés colectivo ocurre en 
el territorio, un tejido social concreto 
que ha construido una matriz cultural 
y no sólo es receptor de actos sino 
que reconstruye cotidianamente sus 
relaciones sociales intra e inter. 

Gobierno Nacional
Locales

Clase política Nacional
Locales

Empresas
Internacional

Nacional
Locales

Organizaciones de la
sociedad civil

Internacional
Nacional
Locales

Organizaciones 
gremiales

Internacional
Nacional
Locales

Base territorial con dimensiones de recursos humanos y naturales, dotación de capital, 
instituciones y capital relacional.

Fuente: Elaboración de los autores.

Actualmente, en el conjunto de temas que configuran la 
agenda pública en México y otros países de América Latina, hay 
dos ejes transversales: los derechos humanos y el medio ambiente, 
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de ahí que todos los asuntos públicos incluyan el énfasis en la 
sustentabilidad del segundo y en el respeto a los primeros, ambos 
definidos por las preocupaciones internacionales.

El dinamismo por la recuperación del Estado proviene del go-
bierno y la ciudadanía, quienes comparten el deseo del desarrollo, 
y rompe con la idea generalizada de que los marcos jurídicos y las 
políticas públicas son herramientas monopolizables por las élites. 
Se considera entonces que el poder es un proceso en el cual aún los 
actores menos favorecidos participarían, sosteniendo la opinión de 
Foucault (1988), quien visualiza a la ley como control pero con re-
presentantes subordinados generando estrategias de apropiación. 
De ahí que exista, aunque incipiente, la recuperación del respeto a 
los intersaberes y los derechos consuetudinarios. Esto da fuerza a la 
organización política, tanto del gobierno como de los ciudadanos, 
desde los territorios, respetando las especificidades de sus historias, 
sus estructuras y sus costumbres.
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Los problemas de investigación 
relevantes según el enfoque territorial

Desde la teoría queda claro que el enfoque territorial es 
multidimensional e interdisciplinario, como el desarro-
llo que se anhela. Contrastar la teoría con la realidad es 

emprender un gran desafío, pues los territorios, por más pequeños, 
tienen sus dinámicas, sus estructuras, sus reglas sociales, económicas 
y ambientales, así como los impactos de intervenciones exógenas, 
desde programas, proyectos y políticas nacionales y extranjeros.

Para Max-Neef (1993) las múltiples dependencias que sujetan 
a las naciones respecto a las sociedades más avanzadas en materias 
económica, financiera, tecnológica y cultural (pautas de consumo) 
les impiden un desarrollo orientado hacia las necesidades humanas. 
De ahí la importancia de poner en práctica estrategias de desarro-
llo nacional autodependientes4 como punto de partida de una in-
serción en el mundo globalizado.

Schneider y Peyré (2006) ofrecen un ejemplo al compartir que 
el debate acerca del territorio en Brasil apunta hacia la lucha entre 
lugar –dimensión local– y global –dimensiones regional y mun-
dial. Para ellos la lucha ocurre de manera contradictoria donde, 
por momentos, el territorio local favorece a quienes lo habitan, su 
cotidiano, y en otros se sujeta a los ordenamientos de fuera. Según 

4 Se entiende como “un proceso capaz de fomentar la participación en las decisiones, la 
creatividad social, la autonomía política, la justa distribución de la riqueza y la tolerancia 
frente a la diversidad de identidades” (Max Neef, 1993).



68 A. Oliva Velas, C. Aurora Ken y J. Pérez Soria

los autores, estas situaciones no ocurren de manera absoluta, o sea, 
cada local no es totalmente autónomo o, al extremo, heterónomo 
(comandado por el otro), son “situaciones híbridas y asimétricas. 
Esta perspectiva es esencial en la conceptuación del territorio, para 
la comprensión de la realidad social” (Schneider y Peyré, 2006:7).

Los investigadores con enfoque territorial y quienes tratan 
el desarrollo también son interventores. Con trabajos directos o 
indirectos, la interpretación de nuestros resultados es una mane-
ra de intervención en el territorio estudiado, más cuando de éstos 
emanan propuestas de políticas públicas o acciones a emprender 
localmente. Según Max Neef (1993), estos espacios grupales, co-
munitarios, locales, poseen una dimensión más nítida de escala hu-
mana, donde lo individual, lo particular, puede potenciar lo social. 
Además, en términos operativos, desde los microespacios los pro-
cesos de autodependencia resultan menos burocráticos, más demo-
cráticos y eficientes en la combinación de crecimiento personal y 
desarrollo social. Esto, aclara el autor, no significa que las políticas 
de nivel macro sean intrínsecamente incapaces de irradiar autode-
pendencia hacia los niveles microsociales, pero sí deben cuidarse 
siempre del peligro de reproducir relaciones verticales “en nombre 
de” la autodependencia para las unidades regionales y locales. Esta 
observación constituye una de las advertencias para el ejercicio de 
la responsabilidad.

Si los estudios son indirectos, se requiere información de las 
localidades y los municipios. Para un diagnóstico territorial se debe 
contar con estos datos desagregados para conocer los perfiles so-
cioterritoriales y de base económica mediante los coeficientes de 
localización y especialización productiva. Actualmente en Méxi-
co el INEGI publica los datos de los municipios más dinámicos y 
agrega en uno a los otros. Si la intención es coadyuvar a eliminar los 
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desequilibrios regionales no podríamos proponer políticas públi-
cas específicas para las regiones deprimidas sin los datos.

Si los estudios territoriales son directos, se necesita trabajo 
de campo, conocer las regiones de manera concreta. Ya sea direc-
ta o indirectamente, el investigador debe ejercer responsabilidad 
y aclarar sus compromisos valorativos. Requiere análisis crítico, 
una sensibilidad para ver lo global y lo local y entender el enfoque 
territorial del desarrollo endógeno, creer en las potencialidades 
propias, en el conocimiento de la gente. La educación formal no 
siempre es necesaria para participar en el desarrollo, esto lo com-
probó Paulo Freire (1970) mediante su experiencia de trabajo en 
las comunidades de la Amazonia.

Además, la complejidad del desarrollo y analizar sus proble-
mas requiere del esfuerzo interdisciplinario. Nuestros estudios son 
parciales en el sentido de que sus enfoques parten de las especiali-
dades de formación. Actualmente un economista que no sepa la 
diferencia entre crecimiento y desarrollo ya no contribuye a éste, 
y priorizar las inversiones financieras y las exportaciones sin medir 
los daños ecológicos provocados es una irresponsabilidad.

Otro punto es entender la cultura de la gente incluyendo las de 
los gobernantes. Se debe incorporar la parte política al estudio de 
la economía. Las decisiones que afectan a las dimensiones sociales, 
ambientales y económicas son resultado de la política.

La participación ciudadana tiene mucha relación con la cul-
tura. No sucede por establecerla en los marcos legales normativos. 
Primero los gobernantes no harán las reformas pertinentes para 
impulsar el desarrollo en lo político, lo ambiental y lo económico 
sin la presión de la gente, y decretarlo no lo garantiza pues depen-
de de cómo las personas se valoren en su territorio. Depende, en 
gran medida, de conocer el alcance de sus fortalezas individuales y 
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asociativas. Las organizaciones civiles pueden ejercer su poder para 
corregir las distorsiones de la gestión pública.

La ineficacia identificada en muchos programas y proyectos 
de desarrollo rural se relaciona con fallas fundamentales de dise-
ño: los componentes propuestos tendrían poca relación con las 
necesidades reales de los grupos-objetivo seleccionados. Según De 
Villalobos (2001), todas las evaluaciones afirman que cuando la 
participación de los beneficiarios no ha sido activa no se ha alcan-
zado los objetivos. Por eso es necesario considerar ventajas y des-
ventajas de promover mediante organizaciones sociales existentes 
o nuevas surgidas alrededor de los programas propuestos; diseñar 
y fomentar mecanismos de participación diferenciados para muje-
res, jóvenes y grupos específicos; asegurar procesos que acrecienten 
la representatividad de los líderes; involucrar a los beneficiarios en 
tareas de control y supervisión de las actividades de los proyectos, 
entre otros mecanismos. 

Los mayores problemas relacionados con la “focalización” del 
grupo-objetivo, la definición de estrategias eficaces y políticas de de-
sarrollo rural, la formulación adecuada y el desempeño exitoso de 
componentes técnicos de muchos programas y proyectos, los arre-
glos institucionales y financieros y los impactos en las comunidades 
rurales pobres resultan de la falta de participación y la centralización. 

Los cambios en el contexto político de los países del conti-
nente, desde mediados de los ochenta, generaron mejores condi-
ciones para instaurar mecanismos de participación más genuinos 
y progresivamente más democráticos. Así, sólo con condiciones 
democráticas aseguradas es posible pensar en una actitud partici-
pativa no temerosa de los pobladores rurales, lo cual es necesaria 
pero no suficiente. La inexistencia de mecanismos adecuados para 
canalizar los deseos y las potencialidades de los pobres rurales es un 
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obstáculo para asegurar eficacia (De Villalobos, 2001). Así surge el 
concepto de participación popular para el desarrollo comunitario.

A final de cuentas, no se puede explicar la realidad, con su com-
plejidad, con las teorías más elaboradas y los enfoques más comple-
tos, sino todo lo contrario. Es menester ampliarlos y flexibilizarlos 
e incluso descartarlos. Por ejemplo, pensar que las comunidades ru-
rales deben incursionar en sacarle ventaja económica a sus saberes 
es un punto de vista que ignora el valor real de esos conocimientos 
para los individuos y sus sociedades. La capitalización del saber es 
un enfoque meramente economicista, por lo cual no es el camino 
para el desarrollo de las comunidades definido por ellas mismas. Es 
más, las indígenas y rurales han librado muchas batallas con enfo-
ques reduccionistas, por ya mucho tiempo, mediante la resistencia, 
cuya expresión es la lucha por la identidad. 
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Para una investigación con enfoque territorial eficaz el in-
vestigador primeramente debe entender qué significa el de-
sarrollo. La falta de esta comprensión a menudo conduce 

a proyectos improductivos. Esto lo han propiciado instituciones 
internacionales y las ONG. El área de Centroamérica y el Caribe 
cuenta con numerosas experiencias al respecto. El problema ha ra-
dicado en que el donador o diseñador de los proyectos de desa-
rrollo comunitario parte de una definición a priori y sin suficiente 
conocimiento de las comunidades.

El enfoque del desarrollo ha pasado del diagnóstico de las ne-
cesidades al de las capacidades. Podemos decir que éste concuerda 
con la propuesta de Sen (1983, 1985, 1989) que dio lugar al cálculo 
del Índice de Desarrollo Humano adoptado por el Banco Mundial 
a principios de los noventa. El inventario de capacidades utilizado 
desde los setenta por las organizaciones internacionales financieras 
del desarrollo recopila información en cuatro apartados: habilida-
des individuales, habilidades comunales, experiencia e interés en 
emprender negocios e información personal. Las primeras incluyen 
apoyo a la salud, capacidades profesionales (secretariales, técnicos) 
en construcción y reparación, mantenimiento, preparación de ali-
mentos, guardería, transporte, operación y reparación de equipo, 
supervisión, ventas, música y seguridad, entre otras. Se pide a cada 
miembro de la comunidad señale qué habilidad es su prioridad, 
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pues cada individuo conoce en cuál es mejor  para contribuir con la 
comunidad. Identificar y movilizar estas habilidades es tarea funda-
mental de líderes comunitarios, asociaciones o instituciones locales 
que desean el desarrollo.

En México surgieron algunas asociaciones ligadas a la mujer, 
los productores, los indígenas, los grupos urbanos marginados, 
entre otras. Es el caso de los productores forestales en Quintana 
Roo, la situación de los sistemas judiciales alternativos en comuni-
dades en Chiapas, de organizaciones en Puebla, Querétaro, Tabas-
co, Zacatecas, Veracruz, Chihuahua, Nayarit, Oaxaca, Sonora, de 
movimientos campesinos en Guerrero y de mujeres en Michoacán 
(Cazés, 1999). 

Respecto a lo territorial, el desarrollo comunitario se ha tradu-
cido en regional, local y endógeno, propuestas que incorporan la 
participación de los involucrados, la equidad en el desarrollo y el 
papel de un Estado abierto, innovador, democrático, transparente 
y con rendición de cuentas. 

Finalmente, hoy se habla de una gestión pública acorde con las 
necesidades de desarrollo con la participación activa de la pobla-
ción, sea de las áreas urbanas o rurales, situación que ha resultado 
en nuevas prácticas y términos que redefinen la cotidianidad de la 
administración pública, como por ejemplo la contabilidad social, 
la cogestión, la contraloría social, la autogestión. 

Entre estas metodologías del enfoque territorial se encuentra 
la investigación social, con numerosos expositores en antropología, 
sociología y economía, entre otras. Algunas de sus técnicas son la 
participativa y el trabajo de campo. Lo importante es saber cómo 
introducirse a la población objeto de estudio, recabar información 
cuantitativa y cualitativa, involucrarla en el proceso informándole 
los objetivos y los resultados.  Por eso es importante conocer los te-
jidos de la comunidad a estudiar, idiosincrasia, cultura, tradiciones 
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y filosofía. El investigador debe conocer y poder emplear técnicas de 
indagación, además de que la observación permita, de manera par-
ticipativa, conocer a fondo problemas, necesidades y potenciales.

Esquema 6. Guía metodológica para el estudio del enfoque territorial del desarrollo.

Fuente: Elaboración de los autores, 2018, con base en Slocum y Thomas (2001), Licha (2002).

Un método para trabajar con las comunidades planteado 
por Licha (2002) es emplear la investigación-acción participativa 
(IAP) como instrumento de interconexión para la transformación 
social que contribuye a humanizar el mundo y remodelarlo o 
recrearlo, pues da voz a los excluidos y vence la cultura del silencio, 
una expresión de las estructuras políticas, económicas y sociales 
pervertidas, que deben ser transformadas. La autora (2002) 
enfatiza en los enfoques radicales y reformistas del desarrollo, la 
educación de los adultos como alternativa para otorgar poder y el 
debate en las ciencias sociales respecto a la no-neutralidad de la 
ciencia, orígenes de esta orientación de la IAP. En particular, se 
tomó elementos del análisis de Gramsci en cuanto a la generación 
de un conocimiento liberador. Además integra la teología de la 
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liberación de Paulo Freire (1970) y la crítica a las tesis positivistas 
por su incapacidad para promover el cambio social de Stavenhagen 
(2005) y Fals Borda et al. (1991). La IAP implica un proceso 
que combina cuatro actividades: organización, investigación, 
educación y acción. En este proceso el conocimiento es visto como 
determinante de la verdadera equidad, desde la perspectiva de hacer 
ciencia con conciencia (Fals Borda et al., 1991). La IAP conduce 
a la acción, así como la discusión colectiva de sus implicaciones. 
La comunidad actúa para resolver sus problemas. Dicha acción 
se inscribe en una perspectiva de transformación política y social 
con el propósito de originar cambios en las relaciones de poder a 
favor de los grupos tradicionalmente excluidos. Con educación se 
alcanza la concientización y el empoderamiento para repercutir 
activamente en el desarrollo.

En su forma moderna la IAP incorpora la narrativa y el drama 
en la investigación cualitativa e instrumentos de aprendizaje expe-
rimental de apoyo a la investigación comunitaria para comprender 
una amplia gama de problemas sociales. Una segunda vertiente es la 
evaluación rural participativa (IRP), fusión de enfoques prácticos y 
tradicionales concluyentes (incluyendo la IAP y la educación popu-
lar) con la idea de que los pobres, principalmente campesinos y gru-
pos urbanos marginales, pueden analizar su situación y emprender 
acciones, basándose en diagnósticos, planificación y evaluación de 
proyectos de desarrollo. Mediante este método se crea un auténtico 
foro de análisis entre las organizaciones de base y los técnicos en 
áreas específicas para la solución de problemas y el marco lógico di-
fundidos por las agencias como BID, OCDE, CIDA, Cooperación 
Técnica de Alemania (GTZ) y Banco Mundial, entre otras.

Con la participación popular surgió un nuevo concepto, el 
empoderamiento de las comunidades, catapultado por el trabajo 
de concientización de organizaciones internacionales y ONG en 
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asuntos de derechos humanos, importancia de las culturas y recur-
sos ambientales, entre otros. Esto ha hecho que a la par de un re-
clamo internacional de mayor intervención en el desarrollo de la 
población y la exigencia de contar con gobiernos más democráticos 
y transparentes, las comunidades tengan derechos legítimos a dise-
ñar sus desarrollos.

Slocum y Thomas (2001:4) consideran “el empoderamiento 
como un proceso por el cual individuos como grupos locales y 
comunidades identifican y moldean sus vidas y el tipo de sociedad 
en que viven. El empoderamiento se puede experimentar a nivel 
personal o en términos de la unidad familiar, grupos locales, 
comunidades o entidades más grandes. Empoderamiento significa 
que la gente es capaz de organizarse e influir en los cambios sobre la 
base de su acceso al conocimiento, a los procesos políticos y a recursos 
financieros, sociales y naturales.” La promoción del empoderamiento 
de la gente se enfoca en las formas de movilización de recursos locales 
(concepto básico del desarrollo endógeno), el involucramiento de 
grupos sociales en la toma de decisiones, la identificación de patrones 
para la eliminación de la pobreza y la construcción de consensos 
y rendición de cuentas (directriz fundamental en la nueva gestión 
pública). El proceso de empoderamiento integra análisis social y 
metodologías participativas, identifica temas concernientes a los 
investigadores/facilitadores y la comunidad y ofrece herramientas 
formuladas, operacionalizadas y probadas en contextos de los 
grupos-objetivos.

El argumento de Slocum y Thomas (2001), compartido por 
otros autores y promotores del desarrollo, es que los empoderamien-
tos individual y comunitario, como los elementos de programas y 
proyectos, se refuerzan significativamente con el involucramiento 
de la gente local en la identificación del problema, la recolección 
de datos, la toma de decisiones y los procesos de implementación, 
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pues así se promueve conocimiento, entendimiento y compromiso, 
lo cual facilita la toma de decisiones, la formación de coaliciones y 
la construcción de consensos, con la colaboración entre externos 
(investigadores y promotores de desarrollo) y la comunidad, una 
cooperación que puede asistir en el proceso de empoderamiento y 
desarrollo sustentable. Sin embargo, estos autores señalan que las 
metodologías participativas por sí solas no garantizan el desarrollo 
social justo, pues mucho depende de los objetivos, las relaciones de 
poder y la naturaleza de instituciones, ideologías y personalidades. 
Consecuentemente, los mayores retos del enfoque participativo 
para el desarrollo son  cómo empoderar sin ser paternalista, sin ser 
vertical (de arriba hacia abajo), excluir limitaciones estructurales 
con sus patrones de pasividad, buscar opciones viables y organizar 
acciones prácticas.

Para conocer las habilidades comunitarias se indaga a cada 
individuo su experiencia en agrupaciones o asociaciones, como 
dirigir a niños guías, miembros de iglesias, padres de familia, 
equipos deportivos, partidos políticos y grupos de vecinos, en-
tre otras. Aquí se pregunta qué tipo de trabajo comunitario se 
desea hacer en el futuro, lo cual constituye la materia prima en la 
construcción de la comunidad. Para conocer el nivel de empren-
dimiento, se investiga el interés en negocios y la experiencia de los 
miembros de la comunidad. Se requiere enfatizar que la asocia-
ción o el grupo comunitario están interesados en comenzar algún 
negocio por pequeño que sea. Finalmente se recaba la informa-
ción personal como forma de contar con datos importantes para 
poder acudir directamente con las personas clave para contribuir 
en el desarrollo de la comunidad. Se puede recabar este inven-
tario con un cuestionario o una cédula. Es importante conocer 
los instrumentos para la colección de datos en los proyectos de 
desarrollo comunitario (Secretaría de Educación Pública, 1967). 
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Sin embargo, se debe ejercer la investigación y la intervención 
con responsabilidad. 

Existe una corriente arraigada en los estudios comunitarios en 
América Latina que propone los estudios con la perspectiva de la 
epistemología del sur, lo cual constituye el rescate valorizado de 
los saberes ancestrales de la gente local. Todo lo anterior yace en 
el ámbito de los estudios cualitativos pero no hay que olvidar lo 
cuantitativo. 

Los estudios cuantitativos buscan las bases empíricas del obje-
to de estudio mediante diagnósticos a nivel profundo para conocer 
el desarrollo de sociedades empleando técnicas estadísticas y he-
rramientas para conocer la situación económica productiva y pro-
poner políticas de desarrollo. Generalmente se diagnostica a nivel 
municipal, como punto de partida para la planeación del desarro-
llo local con base en las capacidades endógenas de cada municipio 
en cuanto a su desempeño económico productivo. Según Morales 
(1999), para que un diagnóstico sea útil debe ofrecer información 
adecuada para tomar decisiones, es decir, los datos estadísticos de  
los indicadores económicos sirven para identificar las oportunida-
des de intervención gubernamental o privada para mejorar y ex-
pandir las opciones de desarrollo de la población. Con el uso de 
los coeficientes de localización se practica el análisis socioeconó-
mico y productivo. De la base productiva se deriva el cálculo del 
multiplicador y otros estudios como el de cambio-participación 
(shift-share). Otro índice comúnmente ocupado es el Gini. Estos 
indicadores ayudan a conocer el ámbito económico, pero eso no es 
suficiente para proponer una política pública, se necesita comple-
mentarlo con los aspectos sociales, ambientales y políticos. Existen 
muchos estudios cualitativos que apoyan en la comprensión del te-
rritorio, incluso algunos ya pueden demostrar que es un factor a in-
cluir en los diagnósticos más relevantes para crear políticas fiscales. 
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El otro ámbito de estudio del enfoque territorial es el normati-
vo, o sea, el que conduce al establecimiento de propuestas de polí-
ticas públicas. Algunos economistas argumentarían que éste no es 
el papel del científico, pues no es objetivo el estudio que conduce a 
lo que debería ser y no a lo que es. En esta concepción del enfoque 
territorial las políticas son diseñadas con una orientación partici-
pativa, llamada horizontal.

 Según Alburquerque (1999), esta concepción trata de asegu-
rar la introducción de los componentes de innovación, calidad y 
flexibilidad en las actividades productivas y empresariales territo-
riales, conjuntamente con los recursos locales y los externos me-
diante una movilización social en el territorio, a fin de construir la 
institucionalidad para el desarrollo económico local.

Para eso se requiere una concepción integrada, y no sólo ver-
tical y sectorial, de las políticas de desarrollo, a fin de resaltar la 
adaptación y la integración de las mismas a las especificidades te-
rritoriales y a la finalidad del desarrollo local. Vázquez Barquero lo 
denominó como desarrollo endógeno (Roma, 1998). El concepto 
conlleva la capacidad de desarrollo condicionada por factores de 
contexto tales como la estrategia nacional de desarrollo, la inser-
ción en el ámbito internacional del territorio, su historia, los mar-
cos político y jurídico, entre otros. Aunque los factores exógenos 
(macro y meso) y endógenos (micro) se complementan, los segun-
dos son los protagonistas en el proceso de desarrollo económico 
local (Vázquez Barquero, 2005).

En el enfoque territorial aparecen cuestiones de escala: en 
el análisis de la situación se va de lo local a lo regional, luego lo 
nacional y finalmente lo internacional. Éstas también están 
presentes en la agenda política de desarrollo. Aquí se debe aclarar 
en el sentido de que ésta no es sólo una escala métrica geográfica 
sino topológica social, pues involucra la acción de los actores que 
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propicia la articulación de los niveles meso, macro y micro, o sea: 
internacional, nacional y local. 

En opinión de Max Neef, se debe producir una articulación 
entre las políticas “macro” y “micro”, entendida como:

 [...] la efectiva complementación entre los procesos globales y pro-
cesos microespaciales de autodependencia, sin que se produzca la 
cooptación de lo micro por lo macro. Esta complementariedad verti-
cal la entendemos acompañada, además, de una complementariedad 
horizontal entre los diversos micro-espacios, a fin de estimular el po-
tenciamiento recíproco entre procesos de identidad sociocultural, de 
autonomía política y de autodependencia económica (1993:69).

Dicho de otra forma, Alburquerque asevera que desde esta 
nueva perspectiva se precisa:

[…] un conjunto eficiente de políticas, las cuales no pueden ser resul-
tado de un diseño centralista, ya que de lo que se trata es de adecuar la 
organización y gestión estatal preexistentes, y recrearlas en una con-
figuración organizativa e institucional descentralizada, que recupe-
re el protagonismo de los diferentes territorios y concierte entre los 
distintos actores sociales locales los nuevos instrumentos de fomento 
productivo territorial y generación de empleo e ingreso, a fin de lograr 
de esta forma la mejora de las condiciones de vida de la comunidad 
(1999: 141)

El gran desafío en los estudios territoriales descansa entonces 
en la participación de los individuos, tarea nada fácil pues es el 
elemento débil en los países latinoamericanos, pero más en México. 
La participación depende del nivel de consciencia de la gente y su 
valorización como ente político que puede ejercer autonomía para 
encauzar su desarrollo. El reto es el proceso de concientización 
y de politización de la ciudadanía, tanto del que investiga como 
del investigado, así como del interventor como de los sujetos de la 
intervención.
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La guía aquí presentada para estudios de enfoque territorial 
es sólo eso, pues estamos seguros de que las dinámicas de los terri-
torios transforman, arman y desarman sus categorías. Es decir, la 
propuesta no está limitada o enmarcada de manera inflexible, pues 
la realidad desborda, en muchos casos y de manera ágil, a la teoría.
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El enfoque territorial es un planteamiento de los más com-
pletos para estudiar, analizar e intervenir en las realidades 
locales en pos del desarrollo. Requiere interés genuino por 

buscar el bienestar de los individuos y la sociedad, y conocer las cate-
gorías que permitan una explicación dinámica e interdependiente.

Las bases teóricas y conceptuales, complementadas con pro-
puestas metodológicas para su análisis, son sólo a manera de faci-
litar algún tipo de análisis. Se reconoce que los territorios, al ser 
ocupados por individuos con un acervo históricamente construi-
do en lo político y lo sociocultural, nos guían hacia la contrasta-
ción de las teorías para considerarlas con capacidad explicativa 
de la realidad.

Es decir, la abundancia en la teoría es resultado de los intentos 
por analizar los territorios. Las experiencias de investigadores e in-
terventores nos han permitido entender ciertas categorizaciones. 
Como los territorios son construidos socialmente en un proceso 
histórico, las hipótesis evolucionan.

El enfoque territorial contiene un propósito fundamental: el 
desarrollo. Esto hace más complejos los estudios porque añade a 
sus retos la tarea de definir y proponer. Esta misión se dificulta o 
fracasa si la intención es meramente superficial y no para incidir y 
transformar la realidad de las comunidades.
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Con esto se pretende aclarar que el enfoque territorial para 
el desarrollo requiere ciertas características del investigador y el 
interventor. Una de las básicas es la responsabilidad, seguida por la 
empatía, la apertura y la objetividad. Esto significa que el enfoque 
es multidisciplinario y multidimensional y requiere compromiso 
con la equidad social.

Además, las bases teóricas del enfoque territorial están cons-
truidas con un pensamiento crítico, pues se parte de una filosofía 
humanista que demanda compromiso para construir sociedades 
diversas pero con la mayor equidad posible, resolviendo las necesi-
dades esenciales de la totalidad de sus miembros.

Para sociedades subdesarrolladas como las nuestras la con-
dición de subdesarrollo tiene implicaciones cruciales para el en-
foque territorial, como contar con poblaciones significativas de 
habitantes rurales y originarios que requieren resolver necesida-
des esenciales no a costa de identidad y valores, sino de plantear 
singularidades.

Las condiciones de pobreza hacen del enfoque territorial 
una herramienta para descubrir las implicaciones del desarrollo 
y plantear su logro, y los actores son el eje de transformación del 
tejido social.

El fracaso de los modelos económicos, sociales y ambienta-
les para proveer bienes básicos, garantizar la seguridad y evitar la 
desigualdad entre los habitantes imprime mayor importancia a los 
territorios, con la demanda de nuevos derechos. El aspecto econó-
mico es necesario pero insuficiente, la condición económica no 
debe implicar la pérdida de valores culturales, ni el crecimiento 
con altos costos ambientales y políticos. La poca sensibilidad que 
los gobiernos han mostrado en este sentido condujo a la acción de 
la sociedad civil. La demanda de respeto a la diversidad cultural es 
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una respuesta lógica ante modelos que no la han apoyado en su de-
sarrollo con dignidad. Entender las dinámicas de estos pueblos es 
lo que el enfoque territorial convoca a hacer. No es tarea fácil, pero 
si necesaria para no atropellar los derechos legítimos. 

Ofrecimos una guía metodológica que rescata la riqueza de los 
territorios y su abordaje con el intento de asistir la interpretación 
de esa realidad. Esperamos sea útil en el diseño de políticas 
públicas y acuerdos y reglas propuestos por los actores para lograr 
el desarrollo.
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